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			A mi hija Elena, que estará esperándome allí.

			La muerte para los jóvenes es naufragio y para los viejos es llegar a puerto.

			BALTASAR GRACIÁN S. I.

		

	
		
			CAPÍTULO PRIMERO


			
Los soberanos, «hijos primogénitos» de la Iglesia, contra la Compañía

			El 9 de mayo de 1767, el Parlamento de París planteó la necesidad de exigir al papa la supresión de la Compañía, por considerar que su supervivencia suponía un permanente peligro para los Estados1. El marqués Tanucci manifestó desde Nápoles que, mientras viviese Clemente XIII, una propuesta semejante contaba con escasas posibilidades de éxito: aun dejando a un lado otras consideraciones, no cabía contar con el apoyo de Austria ni de la República Veneciana2. En su opinión, los esfuerzos borbónicos debían orientarse a trazar un ambicioso programa de reformas de contenido regalista, el cual debería incluir medidas como la amortización3. Entre las personalidades de los Estados Pontificios próximas a la Casa de Borbón, como el boloñés conde de Zambeccari, encargado de los negocios de España en aquella legación, se estimaba que la inminente expulsión de los jesuitas de Nápoles y Parma4 ejercería una presión sobre Roma muy considerable, pues los soberanos católicos consideraban la Compañía «perjudicial a la tranquilidad de los Estados» y veían en los ignacianos un peligro para su seguridad: de no ser extinguidos, «podrán maquinar todo lo que les guste, y hacer las más perjudiciales tentativas»5.

			A mediados de aquel mismo mes de mayo, el embajador español en París, conde de Fuentes, daba noticia de la intervención del secretario de Estado francés, duque de Choiseul, en el Consejo Real, en presencia de Luis XV. Calificaba su discurso de «largo y patético», motivado por la noticia de la expulsión de los jesuitas de España. Choiseul había defendido sin ambages la necesidad de extinguir la orden ignaciana por considerarla incompatible con la constitución de las monarquías, especialmente con las de la Casa de Borbón, cuyos monarcas, que habían decidido su extrañamiento, podrían ser víctimas preferentes de su capacidad de fomentar revueltas.

			En tanto la Santa Sede continuara dando respaldo a la Compañía y a su general, la amenaza persistía, pues los «jesuitas encubiertos» intentarían «volverse a restablecer en los países en que habían subsistido». Disuelta la orden, tales riesgos desaparecerían y, según Choiseul, «los particulares que hubiesen sido miembros de la Compañía no tendrían cabeza a quien recurrir, hermanos con quien unirse, ni la más remota esperanza de formar cuerpo». Concluía que la extinción también sería positiva para la Santa Sede, pues su defensa a ultranza de los jesuitas perjudicaba su reputación en parte del mundo católico, y bien pudiera ocasionarle «en lo venidero muy graves daños, tal vez con perjuicio de la Religión Católica, cuya unión e integridad conviene tanto conservar a Roma como a los mismos Soberanos». No obstante, Luis XV se expresó con prudencia y se limitó a observar que «la materia pedía mucha reflexión».

			En el curso de una larga conversación entre el embajador español y Choiseul, poco después de su intervención en el Consejo Real, ambos coincidieron en que debía solicitarse la extinción, con el respaldo de Nápoles y Parma, como ramas de la Casa de Borbón, además del de Portugal, «y si fuese posible con la Emperatriz Reina como poseedora de los Estados de la Casa de Austria y con el Emperador», pues en todas aquellas monarquías los jesuitas contaban con muchos partidarios, y «eran aún mucho más de temer en España que en Francia». Según el conde de Fuentes, en vista de las dudas de Luis XV, sería conveniente que Carlos III escribiese al Rey Cristianísimo para tratar de persuadirlo de la necesidad de solicitar la extinción:

			Si S. M. en caso de creerlo necesario tocase en la carta la idea de secularización de la Compañía se acabaría este Soberano de determinar a lo que celebraría sin duda ver efectuado y a lo que por sí solo, y sin ser impelido por el Rey nuestro Señor, de quien tiene tanto concepto, no se determinará jamás, creyendo tal vez que como la causa de España, y los fuertes e indispensables motivos que han forzado al Rey a la expulsión lo hacen directa y principalmente interesado, no conviene a S. M. Cristianísima el hacer la primera explicación6.

			En julio de 1767, los contactos informales entre Francia y España habían cobrado mayor impulso: a fines del mes anterior, el embajador francés, durante su audiencia con Clemente XIII, sugirió al pontífice que se plantease la extinción, «lo que oyó con disgusto el Santo Padre e inquietó infinito al cardenal Torrigiani, luego que lo supo»7. A primeros de agosto, Grimaldi informaba al embajador español ante la Santa Sede de que Luis XV se había dirigido al monarca español para sondear la posibilidad de que ambos solicitaran de común acuerdo la abolición de la Compañía y la secularización de sus individuos. Carlos III había respondido que tomaría en consideración tal posibilidad por considerarla útil, pero sin adoptar decisión alguna, por lo que se recomendaba al embajador español que fuera prudente en sus conversaciones con el representante francés en Roma, el marqués D’Aubeterre8, quien por propia iniciativa ya había planteado a Clemente XIII el delicado asunto de la extinción. Por su parte, Choiseul estaba considerando la posibilidad de que la petición fuera en un principio presentada de forma conjunta por Nápoles y Venecia, plan que Tanucci atribuyó al desconocimiento de la realidad italiana y de la diplomacia vaticana por parte del secretario de Estado francés.

			Lograr la remoción del secretario de Estado, cardenal Torrigiani, era un primer objetivo, a causa de la proximidad del prelado a la Compañía. El 27 de octubre de 1767, Carlos III dio su conformidad para que se procediera de común acuerdo con Francia con tal propósito. El conde de Fuentes sería el responsable de decidir el momento oportuno para pedir a Clemente XIII la dimisión de Torrigiani9. Todo quedó en suspenso ante la negativa de Luis XV a dar semejante paso10, por considerar que centrarse en lograr la remoción del secretario de Estado suponía apartarse del objetivo principal de la extinción11. Así se le comunicó al conde de Mahony, embajador español en Viena, encargado de la delicada tarea de sumar al Imperio a la causa de la extinción u obtener al menos que la emperatriz no se manifestara contraria a ella.

			Mahony recibió instrucciones de la corte española el 8 de diciembre. Los argumentos que debía esgrimir para justificar la extinción no solo debían hacer hincapié en los tópicos del antijesuitismo, que presentaban a la Compañía como un riesgo para la quietud pública por su oposición al poder de los soberanos y su defensa de la doctrina del tiranicidio, que Campomanes había calificado de peligro «en todas partes, en todos tiempos»12. La expulsión de los jesuitas de Portugal, Francia, España y Nápoles había avivado su resentimiento contra aquellas monarquías; las relaciones con Roma no recobrarían la normalidad mientras no fuesen extinguidos, si es que no se repetía lo ocurrido en Portugal, donde en 1760 se había llegado a la ruptura de relaciones, con las consiguientes expulsión del nuncio en Lisboa y retirada del embajador en Roma, Francisco Almada, justificada esta última, según Campomanes y Moñino, tanto por las injurias proferidas por el secretario de Estado Torrigiani contra el embajador luso como por su actitud despreciativa hacia José I y su ministro Oeiras, no muy distinta de la sufrida por el monarca español tras negar el papa a los jesuitas extrañados la entrada en los Estados Pontificios, decisión que los fiscales creían adoptada de consuno por Torrigiani y el general de la Compañía Lorenzo Ricci, reunidos en casa de la princesa Cenci.

			Dada la influencia de la Compañía en los territorios del Imperio, convenía trasladar a la emperatriz María Teresa que nada tenía que temer

			de resultas de la extinción cuando quedan otras muchas órdenes religiosas que suplan por ella; y por descontado aunque el Ministerio de Viena tenga alguna duda sobre las cosas que se atribuyen a la Compañía, no dejará de confesar que es partido más seguro unirse a las demás Potencias en un asunto de que todas a boca llena le aseguran depender la salud pública; especialmente debiendo ser esta condescendencia un acto muy grato a ellas y un nuevo motivo de más estrecha unión13.

			Se negociaba por entonces el matrimonio del rey de Nápoles Fernando IV, hijo de Carlos III, con María Carlota Luisa de Austria, concretado el 3 de febrero de 1768. Fallecida la archiduquesa poco después a causa de la viruela, la reemplazó su hermana María Carolina, que se convertiría en reina de las Dos Sicilias el 12 de mayo de aquel mismo año, Entretanto, Luis XV mostraba su interés por casar al delfín con María Antonieta, hija también de la emperatriz: boda que se celebraría en 1770.

			El 8 de diciembre de 1767, consumada ya la expulsión de los jesuitas de Nápoles, Grimaldi comunicó al embajador español en Viena que, de común acuerdo con el representante francés, debía sondear la actitud austriaca con respecto a la cuestión jesuítica14. La Casa de Borbón, al igual que Portugal, había hecho pública su incompatibilidad con la Compañía, por considerar opuestos al poder absoluto de los reyes «y a toda quietud pública» determinados aspectos de la doctrina de la orden. En Portugal primero, en Francia después, y desde hacía unos meses en España, las supuestas maquinaciones de los jesuitas habían obligado a los monarcas a expulsarlos de sus territorios.

			Según instrucciones comunicadas por Grimaldi al embajador en Viena conde de Mahony, debía persuadir a las autoridades imperiales de que únicamente con la extinción recobrarían la normalidad las relaciones entre la Santa Sede y tres de las grandes monarquías católicas. En el caso de Portugal, se había llegado a la ruptura de relaciones, imposibles de recomponer «mientras subsistan los jesuitas». Pero la influencia de la Compañía en Roma cerca de destacados miembros de la curia, en especial el secretario de Estado Torrigiani, obligaba a los monarcas a echar mano de todos sus recursos para lograr la extinción.

			Para conseguir tal objetivo era fundamental el respaldo de la corte de Viena. Sin su apoyo, Roma pretextaría que era imposible extinguir una orden que contaba con la protección de Austria. No solo criterios religiosos debían inducir a los austriacos a colaborar con los Borbones, sino también de oportunidad política: su «condescendencia sería un acto muy grato» que abriría el camino para una más estrecha colaboración en asuntos de mutuo interés.

			De común acuerdo con el embajador de Francia, el 9 de febrero de 1768 el conde de Mahony informaba de sus gestiones ante la corte de Viena15. En diciembre de 1767 había sido recibido en audiencia por María Teresa. No estaba previsto tratar de los jesuitas, pero Mahony se mostró lo bastante hábil como para sacar el tema a colación y sondear el criterio de la emperatriz. María Teresa afirmó desconocer los motivos concretos de medidas tan drásticas como la expulsión de los jesuitas y las posteriores gestiones ante la Santa Sede para lograr la extinción de la Compañía. Nada había sucedido en los territorios imperiales que justificase la expulsión; si bien añadió que, en caso de obtenerse la extinción, Austria «consentiría en ver extinguida esta Sociedad en los mismos términos que lo consiguiesen las potencias» que la hubieran solicitado. Para Mahony, semejante oferta de neutralidad, con ser positiva, tenía el inconveniente de que los jesuitas, con su reconocida habilidad, podrían presentar tal indiferencia como protección de Viena a la Compañía y «reconocimiento tácito de la insubsistencia de los cargos» que se les imputaban.

			El embajador español se entrevistó por extenso con Kaunitz. Según el ministro austriaco, los jesuitas no habían causado inquietud alguna en el Imperio. Como la emperatriz, desconocía los delitos concretos que habían llevado a los jesuitas portugueses, franceses y españoles al exilio. Kaunitz había estudiado algunos documentos sobre Portugal sin que satisficieran su curiosidad, y le dijo a Mahony que «los cargos que hacía la Corte de España en sus edictos eran generales, y no daban la luz particular que buscaba». A tal oscuridad había contribuido no poco la circunstancia de que el propio monarca español hubiera decidido guardarlos en «su real pecho». Cuestiones doctrinales, como el laxismo, el regicidio o el tiranicidio, eran cosa sabida de tiempo atrás, cuando la Compañía contaba con mayor influencia en las cortes de Lisboa y Madrid. En opinión de Kaunitz, los jesuitas no suponían amenaza alguna en los territorios imperiales, pues se mostraban «más simples que cavilosos»; de modo que para replicarle, el embajador Mahony se vio obligado a recurrir al tópico de que todos los miembros de la Compañía, sin diferencia de capacidades intelectuales, se hallaban sometidos al «ciego despotismo» de su general; y que el laxismo, el regicidio y el tiranicidio fuesen consustanciales al jesuitismo desde hacía más de un siglo demostraba que la orden era imposible de reformar. En vista de la índole despótica de la orden, quienes daban crédito a tal reforma sufrían una «quimera mental». Y no serían por fin tan «simples» los jesuitas, ni ajenos a la maniobra política: pues en los territorios imperiales desde hacía mucho habían acaparado los confesionarios de palacio; y habían sido expulsados de Amberes en 1578; de Moravia, en 1618, y al año siguiente, de Bohemia.

			María Teresa y su ministro Kaunitz no se hallaban dispuestos a variar el statu quo de la Compañía en los territorios del Imperio; pero la situación cabía esperar que fuese distinta cuando sucediera a su madre el Emperador de Romanos José II, quien se proponía reducir tanto el número de regulares como sus rentas.

			De momento, tan solo cabía esperar de Viena que no se opusiera a la extinción en caso de que llegara a producirse. Carlos III solicitó a través de su embajador que Austria llevase «su indiferencia e inacción a los términos correspondientes, de modo que no crean en Roma, ni puedan persuadirlo los Jesuitas, ser una pura apariencia»16. Habría que esperar —opinión compartida por Kaunitz— hasta que falleciese Clemente XIII y el cónclave eligiera un nuevo pontífice favorable a la supresión. Cuando tal cosa sucediera, Madrid consideraba preciso situar en Viena «el centro de la negociación para la elección del futuro Papa», siempre contando con la conformidad de Francia17.

			La iniciativa más firme para exigir la extinción llegó de Portugal18. El conde de Aranda, en su condición de presidente del Consejo Extraordinario, una sala especial creada en abril de 1766 a espaldas del Consejo de Castilla y formada por consejeros manteístas y tomistas adversarios de la Compañía para conocer en exclusiva las pesquisas que se realizaban sobre los instigadores de los motines de aquella primavera y entender de todo lo relativo a la cuestión jesuítica19, recibió del marqués de Grimaldi el 18 de octubre un escrito en el que le comunicaba que el monarca portugués se había dirigido a Carlos III encareciendo la importancia de la extinción de la Compañía, y exponía las razones que la justificaban. El rey de España se había mostrado de acuerdo, si bien «antes de dar paso alguno era indispensable determinar y arreglar previamente los medios que debían adoptarse para la ejecución de aquella idea». El embajador portugués en Madrid, Aires de Sá e Melo, presentó una carta del conde de Oeiras, secretario de Estado portugués, en la que ofrecía un acuerdo hispano-luso que iba más allá de la cuestión jesuítica. La dimensión de la propuesta portuguesa indujo al rey a someter el asunto al Consejo y recabar la opinión de diferentes ministros.

			El 20 de octubre, la propuesta portuguesa llegó a manos de los dos fiscales del Consejo. En un escrito fechado el 27 de agosto en el Real Sitio de Ajuda, Oeiras resumió el contenido de la Deducçao cronológica e analítica redactada por el procurador general de la Corona José de Seabra da Silva, un extenso informe en el que se enumeraban los daños que a la Iglesia y el Estado portugueses y a las monarquías francesa y española había ocasionado la orden ignaciana, gracias a las maquinaciones ocultas del general y sus asistentes, al extraordinario poder de que los jesuitas gozaban en la curia —con un papa engañado— y a la eficaz maquinaria de propaganda de la Compañía20. Era preciso aprovechar la paz en Europa «para purgar la Iglesia y los Estados de este mal, no habiendo otro arbitrio que el de la total extinción de la Compañía».

			Oeiras proponía diversas medidas, como retirar los embajadores de Roma, impedir el envío de dinero a la Santa Sede, convocar un Concilio General —si bien esto último le parecía muy difícil de lograr— y por último recurrir a la fuerza de las armas, conforme habían hecho monarcas tan católicos como el emperador Carlos o su hijo Felipe II, entre otros. Justificaba Oeiras el uso de la fuerza con el argumento de que las monarquías que habían expulsado a los jesuitas estaban sufriendo conspiraciones y conjuras que respaldaban al prepósito general y sus colaboradores romanos, por lo que los monarcas afectados estaban facultados para actuar en legítima defensa —respetando, por descontado, el primado del papa— y con el único objetivo de «atraer a la Curia a su deber y apartarle del patrocinio y asilo que da a un régimen delincuente; deduciéndose de todo la utilidad que traerá a la Iglesia y a la alta reputación de los tres Augustos Reyes, librar al Orbe de esta mortífera Sociedad».

			Un segundo documento llegó a manos de los fiscales. Se trataba de una carta del embajador portugués en Madrid fechada el 23 de septiembre de 1767 y remitida a Grimaldi a modo de presentación del escrito del conde de Oeiras. En ella insistía en que serían inútiles los «medios suaves o débiles, atendidas la astucia y arte Jesuíticas, que todo lo manejan en Roma a mero arbitrio».

			El 26 de noviembre, Moñino y Campomanes, como fiscales del Consejo, emitieron su dictamen: la unidad de acción entre España y Portugal era muy beneficiosa, y se debía sumar a ella Francia por hallarse vigente el III Pacto de Familia (cuya ampliación se negociaba por entonces). La vecindad, tanto en España como en la América meridional, hacía muy necesaria tal colaboración entre ambos reinos peninsulares. Las Indias suponían un eslabón débil, por donde los jesuitas podían introducirse para poner en dificultades a las autoridades coloniales tanto lusas como españolas «por medio de ocultos emisarios; inteligencias secretas; esparcimiento de voces fanáticas, y otros ardides de esta naturaleza, capaces de impresionar a la gente sencilla, y de turbar el reposo público; porque a ningún Gobierno le faltan descontentos para engrosar el partido de los díscolos»21. Las ventajas de semejante colaboración se habían hecho evidentes en la salida de los jesuitas de las misiones de Moxos, Chiquitos, Maynas y Omaguas, en el Marañón, conducidos por territorio brasileño tras solicitar a José I el libre tránsito, embarcados en Belém do Pará a bordo de la corbeta São Francisco Xavier y por último depositados en Lisboa el 7 de mayo de 176922. Para los fiscales Moñino y Campomanes, tanto la celeridad con que se procedió a conceder el permiso de tránsito como las facilidades para el embarque eran pruebas de la buena fe y voluntad de colaboración de las autoridades portuguesas, en particular, del conde de Oeiras, para quien los fiscales españoles no escatimaban elogios: «hábil» y «principal Ministro que influye en el gobierno de aquel Reino por su talento, actividad y amor a su País».

			Roma no podía permanecer indiferente ante los graves perjuicios que le ocasionaba la ruptura de relaciones con Portugal: desde 176023 la Dataría romana había sufrido importantes pérdidas referidas al importe de las dispensas matrimoniales, para las que la Iglesia portuguesa había habilitado sistemas alternativos al de la Santa Sede, al igual que para la confirmación de prelados. Según los fiscales españoles, durante los siete años de ruptura, Portugal había evitado que saliese para Roma tanto dinero como España había ingresado en las arcas pontificias desde la firma del Concordato de 1753. Si la monarquía española actuaba con igual firmeza que el reino vecino, más pronto que tarde los curiales demandarían una solución negociada.

			Tanto Moñino como Campomanes hacían suyas las denuncias contenidas en la Dedução cronológica e analítica de su colega portugués. A su entender, quedaba demostrado que la Compañía había dominado la corte desde la sombra, «como si aquel País fuese un patrimonio o un feudo relevante del General de la Compañía», controlado el confesionario regio —tal y como había sucedido en Francia, y en particular en España durante el reinado de Felipe V y hasta la caída en desgracia del padre Rávago en 1755 durante el de Fernando VI— e inoculado en la nobleza lusa las «opiniones regicidas bajo de pretextos de tiranía, e ilusiones de vanas promesas» que habían conducido al intento de asesinato de José I el 3 de septiembre de 1758. La pérdida del confesionario regio en los tres reinos de los que habían sido expulsados había señalado, según los fiscales, el comienzo de su caída, pues era la prueba evidente de que su política comenzaba a ser desenmascarada en las cortes, lo que había precipitado su actividad conspirativa «para hacer lícitos los tumultos y las vías de hechos sanguinarias». Los jesuitas reconocían que el comienzo de su declive en España se había debido a la pérdida del confesionario regio: «hacia el fin del Reinado del Sr. Fernando Sexto había el Partido Anticristiano hecho algunos Prosélitos y Valedores poderosos en España, y principalmente en Madrid, donde con maña habían logrado doblar a este Monarca a que dejase el Confesor Jesuita; paso de suma importancia para la consecución de sus designios»24.

			El dictamen de los fiscales españoles exaltaba la política anticurial del gobierno portugués y la calificaba de «varonil» y digna de ser imitada, sobre todo por su episcopalismo, manifiesto en publicaciones como el Tratado sobre o poder dos Bisbos, del oidor de la Audiencia de Oporto, João Pereira Ramos, sobre la posibilidad de designar obispos administradores sin confirmación papal, y el Catecismo de Montpellier, introducido por el arzobispo de Évora Manuel do Cenáculo Vilas Boas, de gran influencia en España25, como también lo fue Pereira. Escrito por el oratoniano François-Aimé Pouget, el Catecismo iba precedido de un prólogo en el que el arzobispo acusaba a los jesuitas de predicar una moral relajada y pretender que Roma condenara el Catecismo porque «no enseñaba la rebelión contra los soberanos, condenaba el probabilismo y la doctrina de la gracia de San Agustín». Ambos autores portugueses aparecían citados en el dictamen de los fiscales, quienes denunciaban que los jesuitas, a la vez que trataban de lograr de Roma la condena de ambas obras, «mañosamente han solicitado ganar la Inquisición de España para encubrirse con ella». Ni el Tratado ni el Catecismo defendían nada contrario a la ortodoxia religiosa y sí al «abuso de muchos siglos que aun introducidos en tiempo de ignorancia a beneficio de los falsos decretales, solo puede remediarse hallándose las cosas en el estado que conviene». Dado que entre Portugal y Roma permanecía rota toda comunicación desde 1760, ambos fiscales consideraban que —conforme defendía Pereira Ramos en su Tratado— el Concilio de Trento no había desautorizado la expedición de dispensas matrimoniales por los obispos. La pretensión de Roma de mantener la exclusividad de su concesión obedecía a motivos crematísticos, que en el caso español los fiscales cifraban en torno al medio millón de pesos anuales que salían para la Santa Sede, pues cada año se cursaban en torno a diez mil solicitudes de dispensa.

			Otro logro de la política portuguesa citado por Campomanes y Moñino se refería a la educación. Según su dictamen, la corte lisboeta se hallaba en camino de clausurar los centros que habían controlado los jesuitas, dedicados a propagar «el fanatismo, el error, y la aversión a los derechos de la Soberanía desde los primeros rudimentos que deben disponer el corazón de los súbditos a respetar el Gobierno y amar a su Religión y a su Patria». En su lugar, se disponían a crear instituciones educativas con profesado escogido, bien pagado y capaz de inculcar a los jóvenes tanto los principios de la verdadera religión como «la subordinación a su Príncipe».

			La parcialidad del pontificado con respecto a los jesuitas estaba, a su criterio, fuera de toda duda. Era el general de la Compañía quien, de la mano del secretario de Estado, había convencido a Clemente XIII para que impidiera la entrada en sus Estados de los jesuitas españoles, obligados a permanecer a bordo de los buques que los transportaban por el Mediterráneo hasta el acuerdo con Francia que les permitió desembarcar en la isla de Córcega.

			En semejante contexto romano, presuntamente dominado por los jesuitas y sus parciales, era preciso negociar la extinción. Ambos fiscales situaron el foco de su dictamen en dos aspectos: si era necesaria la extinción canónica de la Compañía y los medios para lograr el éxito en las conversaciones «con el menos embarazo posible», esto es: evitar cualquier atisbo de fracaso, por estar comprometidos en las negociaciones tanto el prestigio de la monarquía como el nombre del rey.

			La necesidad de la extinción de la orden estaba justificada, a su modo de ver, por multitud de motivos, que afectaban igualmente a los reinos de donde había sido expulsada y se refería a la actuación de la Compañía desde el momento mismo de su fundación. La lista de agravios que presentaban los fiscales se remontaba a los tiempos de la Liga en Francia: era preciso recordar a Roma que los jesuitas habían suscitado discordias eclesiásticas para enfrentarse a la autoridad de los obispos; intervenido en los claustros de religiosas para apartarlas de la obediencia a sus superiores; acumulado ilegítimas riquezas y privilegios para independizarse de la autoridad de los soberanos; procurado introducirse en la política para controlar los gobiernos; defendido el poder temporal del papa frente al de los soberanos y desvinculado a los súbditos de su juramento de fidelidad cuando lo habían considerado oportuno. Esto último venía en definitiva a justificar la doctrina del tiranicidio, esgrimida en numerosas ocasiones (que los fiscales citaban); las más recientes, el atentado contra el rey portugués en 1758 y los motines de 1766 en España, como habían demostrado tanto la pesquisa de Campomanes como las averiguaciones del propio nuncio en Madrid, monseñor Pallavicini, quien «indicó bastante la culpa de estos Regulares» sin que en Roma tuvieran efecto alguno sus denuncias. El motivo no había sido otro que la «íntima unión del Cuerpo de la Compañía y su doctrina con las mismas máximas de la Curia Romana»; el cuarto voto de «ciega obediencia» al papa de los sacerdotes jesuitas los había convertido, a ojos del pontífice, en «la tropa escogida para sus empresas» y redundado en la subordinación de la curia romana a la Compañía: «Roma misma tiene en algún modo una especie de existencia precaria dependiente de este Cuerpo». Los fiscales apuntaban el carácter contradictorio de tal «ciega obediencia», pues en la práctica los jesuitas quedaban exentos de la jurisdicción tanto de los tribunales de la curia romana como de los de las distintas nunciaturas. Concluían los fiscales que

			la relajación de la Moral que establecieron otros escritores que ahora se ha hecho doctrina universal de la Compañía, ni los Papas, ni los Obispos, ni las Universidades literarias, ni los varones doctos del clero secular y regular, ni el mismo General Tirso González han sido poderosos a impedir su progreso, ni que se apoderase casi del orbe Católico haciendo lícita y probable toda especie de crimen o relajación, despreciables las leyes y las potestades legítimas a mero arbitrio de los súbditos por la facilidad que el sistema unido de la Compañía ha encontrado de apoderarse de los ánimos que podían atajar sus pasos, e influir en los Gobiernos para que nada recelasen del formidable sistema que han ido eslabonando.

			Los testimonios aducidos por los fiscales para probar cómo desde 1540 se habían denunciado los vicios originarios de la orden eran los recurrentes en la copiosa literatura antijesuítica: desde las afirmaciones contenidas en una supuesta carta escrita en abril de 1560 por Francisco de Borja, tercer general de la Compañía —«ambición dominará en ella; la soberbia y orgullo entrarán en ella a rienda suelta»26—, pasando por sus constituciones y por las opiniones —en algunos casos, apócrifas— de Arias Montano y Melchor Cano, entre otros, ya citadas por Campomanes en su dictamen de 31 de diciembre de 176627. Asimismo se traía a colación el ejemplo del venerable Juan de Palafox, quien en sus cartas a Inocencio X —redactadas entre 1645 y 1649— ya había considerado que la Compañía era irreformable, lo que le había valido la animadversión de los jesuitas28. Recordemos que la pugna por la beatificación del que fuera obispo de Puebla de los Ángeles y virrey de Nueva España se encontraba entonces en su punto álgido29: ambos fiscales denunciaban «una inmensidad de escritos y manejos para impedir la canonización del V. Obispo de La Puebla D. Juan de Palafox». Intrigas similares se habían dado en el caso de otros prelados perseguidos por los jesuitas, como el obispo de Asunción de Paraguay fray Bernardino de Cárdenas, expulsado de su obispado por su instigación en 164430, o el arzobispo de Manila Fray Felipe Pardo. Ambos prelados aparecen en el libro de 1691 del jansenista Antoine Arnauld, Histoire de la persecution de deux saints evêques par les jésuites31. El inquisidor general y arzobispo de Salamanca, Felipe Bertrán, y el obispo de Gerona, el antijesuita Palmero y Rallo, aludirán en sus dictámenes de 1769 a los casos de Palafox, Cárdenas y Pardo como ejemplos de vejaciones, y los reivindicarán como «testigos todos de vista, ciencia y paciencia, a quienes como instrumentales se les debe dar todo crédito»32.

			La acumulación de ejemplos, de los que Campomanes disponía en gran número, pretendía demostrar que la Compañía era el instrumento «más a propósito que pudieron establecer los hombres» para acabar con la pureza de las costumbres y la doctrina de la Iglesia; y que, con el paso del tiempo, había devenido de todo punto ajena a los fines que habían motivado su aprobación por Pablo III en 1540. Como en el caso de otras órdenes religiosas —«santas en sus principios, que se hicieron perniciosas con el progreso del tiempo»— extinguidas por haberse separado de sus fines fundacionales, debía actuarse contra la Compañía con idéntico criterio que el seguido por Clemente IX para suprimir las congregaciones de los Canónigos de San Jorge en Alga de Venecia, la de los Jesuatos y la de San Jerónimo de Fesulis; y con anterioridad, por Clemente V para extinguir la Orden de los Templarios, caso que Campomanes conocía bien33; o san Pío V la Orden de los Humillados por medio de su Bula Quemadmodum solicitus Pastor, tras fracasar en su reforma san Carlos Borromeo.

			Los fiscales adujeron cinco motivos o «causas urgentísimas y trascendentales» que abonaban la extinción de la orden «en toda la redondez de la Tierra».

			El primero era la unidad de acción de la orden, obligada a utilizar un mismo lenguaje allí donde estuviese, fuese Europa, Paraguay o Nueva España34: con lo que sus miembros dejaban a un lado su nacionalidad. Todo jesuita debía abandonar los sentimientos de amor a su nación, «mirando como único blanco el bien y grandeza de la Compañía». Un jesuita carecía de personalidad propia, pues esta quedaba subsumida en la de la orden, que obedecía con los ojos cerrados las directrices de su general, a la manera de «una porción de esclavos indefectibles ejecutores de la voluntad del General y de sus asociados». Era este un lugar común en los escritos antijesuitas: pues la estricta jerarquía establecida en las Constituciones situaba al general en su cúspide, seguido de los provinciales, rectores de los colegios y prepósitos locales, lo que daba pie a que el sistema monárquico de gobierno establecido por san Ignacio fuera calificado de despótico y arbitrario35. Campomanes ya había desarrollado estas ideas en su Dictamen de 31 de diciembre de 1766, con el fin de presentar la Compañía como una organización incompatible con la Monarquía. La falta de criterio particular entre sus miembros y la obediencia «ciega, maquinal, cadavérica» a su prepósito general, cuyas directrices se transmitían no solo por los conductos propios de la orden, sino también por «mandatarios o mensajeros ocultos dispersos en las Provincias, y en todos trajes y clases», hacían a la sociedad ignaciana «insufrible en cualquier Estado» y capaz de dar «sombra al trono»36, una idea reiterada en los dictámenes de muchos prelados españoles en 1769 y 1770, requeridos por Manuel de Roda el 22 de octubre de 1769 para que opinaran sobre la conveniencia de la extinción37. Como prueba de la capacidad conspirativa de la Compañía los fiscales mencionaban el intento de regicidio contra José I, al que Campomanes ya se había referido el 31 de diciembre de 1766, al señalar que en Portugal intentaron matar al rey «para impedir los efectos de la bula de reforma de Benedicto XIV y restablecerse en el confesionario»38. Para los fiscales, el atentado del 3 de septiembre de 1758 evidenciaba la maquiavélica capacidad de la orden para hacerse con el poder tras haber sembrado la discordia. Para Campomanes, los jesuitas habían puesto en riesgo «la seguridad de la sagrada persona de S. M. y del reino entero»39 mediante un plan diseñado por el prepósito general: calumniar al monarca luso de amancebado; acusar de hereje a su secretario de Estado, Sebastián José Carvalho, y movilizar en contra de la monarquía a un amplio sector de la más elevada nobleza portuguesa. Fracasado el intento —apoyado por los colaboradores de la orden en el mundo, los llamados «terciarios», y en particular por cuantos residían en Roma—, habían lanzado una campaña «ofuscándolo con ficciones e imposturas para trabucar las gentes, hasta el extremo de influir que este atentado era una ficción de la Corte de Lisboa».

			La capacidad para manipular la verdad utilizando un amplio despliegue de libelos, impresos y manuscritos ya había sido utilizada por los jesuitas, en opinión de los fiscales, con ocasión de discutirse en Francia la legalidad de sus Constituciones. En aquella ocasión se concluyó que por su estructura «monárquica» la Compañía era incompatible con la monarquía gala, que no podía aceptar la existencia de otra en su seno, y el 1 de abril de 1762 el Parlamento de París cerró en el territorio de su jurisdicción todos los colegios de la Compañía40. Tal y como señalaban los fiscales en su dictamen, desde su expulsión de Francia, los jesuitas habían distribuido una gran cantidad de papeles clandestinos que calumniaban a Luis XV y a los Parlamentos, los cuales se hallaban a la venta en las porterías de sus Colegios de España e incluso se remitían a Indias. Campomanes hizo referencia a todo lo anterior en el dictamen que dirigió al Consejo Extraordinario el 19 de enero de 1767. Se trataba de traducciones de folletos y libros franceses que vindicaban la inocencia de los jesuitas frente a los ataques de los Parlamentos, o de escritos de obispos cercanos a la Compañía41:

			[...] enseñan a despreciar la autoridad de los Soberanos, sientan principios contrarios a las máximas de todo Reino, adulan a la Curia Romana sobre el temporal, quitan de la Potestad y brazo Real los medios de proteger a sus vasallos, y los verdaderos caminos de que no se innove en la Disciplina; en fin, a título de ellos pretenden los Jesuitas hacerse temibles a los Príncipes y burlarse de su autoridad42.

			En su dictamen del último día de 1766, Campomanes había insistido en que los jesuitas habían utilizado las imprentas de sus colegios para editar «oscuras y sediciosas obras»43 que defendían doctrinas contrarias a la regalía. En esa labor editorial había destacado el rector de Vitoria, padre Agustín de la Mata, pero también se habían utilizado imprentas de los colegios de Pamplona, San Sebastián, Lérida y Burgos. «El cuerpo entero de la Compañía» difundía tales obras por toda la Monarquía —e incluso en Indias— por medio de los padres Luis Medinilla en Sevilla, Marcos de Escorza en El Puerto de Santa María, y Alustiza en San Sebastián44. La impresión y difusión de obras contrarias a las monarquías de Francia y Portugal trataba, según Campomanes, de disponer al pueblo español a «resistir a la potestad secular, haciéndoles creer que tal resistencia era justa, honesta y conforme a la doctrina de la Iglesia»45, y que la fe estaba perdida en Portugal y Francia, naciones dominadas por gentes heréticas y enemigas de la Iglesia. Ambos fiscales recordaban que todas estas pruebas se habían obtenido gracias a la pesquisa secreta dirigida por Campomanes tras los motines de 176646, iniciada por decreto de 21 de abril de aquel año47. Los motines de marzo y abril de 1766, que los fiscales calificaban de «horrible y espantosa sedición», eran prueba irrefutable de una conspiración cuyos hilos habían manejado los jesuitas, y que los fiscales describían con detalle: acusación de herejía a las decisiones del gobierno, tildado de tirano, en especial los «conatos impotentes dirigidos a impedir la ley de amortización en España», lo que perseguía justificar el motín como legítimo. Los jesuitas habían atizado los tumultos utilizando el púlpito, los libelos y el confesionario para «alucinar» a las gentes y propagar rumores sobre los pecados de Carlos III, de quien decían vivía amancebado y perseguía a la Iglesia utilizando a sus ministros «y otras blasfemias de este género sembradas por la diligencia de la Compañía en el Reino como una señal y lenguaje de rebelión en todas partes, trasladando el mismo a las Indias»48. Los fiscales hacían recuento de «rebeliones, guerras, usurpaciones de la autoridad Real, traiciones, indisposiciones en los ánimos de los vasallos, y aun otros atentados si cabe peores» instigados por los jesuitas. Mencionaban a Juan Salazar Calvete, único ejecutado en Madrid por su intervención en el motín, a quien los fiscales calificaban de regicida «poseído del fanatismo de que no pararía hasta ver los sesos del Rey en tierra», y lo comparaban con Robert-François Damiens, quien había atentado contra Luis XV49. Campomanes ya había aludido al desgraciado Salazar Calvete con anterioridad: «discípulo de las escuelas de la Compañía, que tenía trato y correspondencia con los jesuitas, y que se mostraron mal satisfechos de su castigo y de la prontitud con que se ejecutó, disculpando sus horribles blasfemias de exterminar a la augusta Casa de Borbón»50. Salazar Calvete, según los fiscales, había sido discípulo de los jesuitas del Colegio Imperial, en particular del padre Juan Girón51: con ellos confesaba, incluso momentos antes de su ejecución en el garrote el 28 de junio de 1766.

			Los motines de la primavera de 1766 en Madrid y otros lugares de España los habían atizado los jesuitas mediante sermones, ejercicios espirituales «y voces esparcidas por los emisarios y por las monjas», probablemente desde la pérdida del confesionario regio en 1755, pues uno de sus objetivos era recuperar tan estratégico empleo para mantener su influencia sobre la conciencia del monarca.

			El segundo motivo esgrimido por los fiscales para justificar la extinción era la obstinación con que la Compañía perseguía sus objetivos, sin arredrarse nunca. Se mencionaban como ejemplos la defensa de la ciencia media que el jesuita Luis de Molina había desarrollado en su libro Concordia liberi arbitrii cum gratiae donis, publicado en Lisboa en 1588, combatido por los dominicos y otras órdenes, y defendido con empecinamiento por Roma52; asimismo, el amparo prestado al probabilismo, hasta el extremo de lanzar campañas contra aquellos pontífices que habían criticado la moral laxa preconizada por la Compañía. Así había sucedido con Inocencio XI53 y muy en particular con Benedicto XIV, a quien habían desobedecido en importantes decisiones contrarias a los intereses de la orden, en particular las que se referían a su labor misional en Asia, donde habían adoptado los ritos chinos y malabares54. Aquello ponía en cuestión el voto de obediencia al Santo Padre que «desprecian cuando no les acomoda», y solo argüían cuanto se trataba de defender la inmunidad y jurisdicción eclesiástica en menoscabo de la soberanía de los monarcas: «esta aparente defensa de la autoridad Pontificia con adulación a las veces, y exceso de la verdad, es una viña propia que ha cultivado la Compañía para abusar del poder el Papa contra las Testas Coronadas en todos los tiempos, y casos que lo ha necesitado, o le ha tenido provecho para sacar privilegios exorbitantes». Citaban los fiscales el Breve Apostolicum pascendi gregem (7 de enero de 1765) —considerado como la respuesta de la Compañía a su expulsión de Francia el año anterior— por el que Clemente XIII confirmaba la orden y sus métodos: «declaramos que el Instituto de la Compañía de Jesús está respirando gran piedad y santidad, no solo por el especial fin a que sobremanera atiende, que es la defensa y dilatación de la Religión Católica, sino también por los medios que aplica para alcanzar tan alto fin»55; y asimismo el Breve Animarum saluti de 10 de septiembre de 1766, que otorgaba a sus misioneros diversas facultades, lo que constituía a ojos de los fiscales una prueba más «del predominio que logra la Compañía en la Curia», y que Campomanes ya censuró en su dictamen al Consejo el 19 de enero de 1767:

			Por este medio iba la Compañía a establecer en las Indias una prepotencia, que si no se advirtiese con tiempo avasallaría todos aquellos Países, y aun por eso el Gobierno de la Compañía procuró sacar con tanto secreto este Breve, y sustraerle del conocimiento de los Tribunales Reales a fin de que no se conociese el plan de sus vastas ideas, y la coligación del Ministerio de Roma, que por este medio va indirectamente a sustraer del efectivo dominio de V. M. aquellos Países, y ponerles en su dependencia temporal por medio de la Compañía sin que el Consejo se dilate más en este hecho, ni sus reflexiones, respecto a estar dadas las órdenes al Consejo de Indias para que se recoja semejante Breve e impida su publicación, sin embargo de la remesa clandestina, que consta de esta Pesquisa, haber hecho los Jesuitas a aquellos pagos56.

			Ya Tanucci había aludido en su correspondencia al Breve Apostolicum pascendi que consideraba resultado de la política mundana aplicada por la Compañía desde que Acquaviva llegara al generalato en 1581. Venecia, Toscana, Milán, Saboya, España y Nápoles habían rechazado el documento pontificio: «La cieca obedienza al Generale e al Papa, è un altro assunto contrario a tutto il dritto pubblico e a tutti li Sovrani, e positivamente sedizioso, è stata l’altra cagione a tante Nazioni di rigettarla»57. Opinión similar a la de Roda, quien comunicó en marzo de 1766 a su corresponsal y amigo José Nicolás de Azara, agente de Preces en Roma, que corría por España sin licencia y de forma clandestina un impreso con el texto del Breve, y con él escritos de algunos obispos españoles que agradecían al papa la confirmación de la Compañía: «se habrán escrito en el Jesús, a donde suelen venir las firmas en blanco»58.

			La tercera razón por la que no cabía otra opción que la supresión definitiva era que los jesuitas eran incorregibles. Para respaldar esta afirmación, los fiscales mencionaban la actitud del general de la Compañía para con los jesuitas que habían expresado sus deseos de secularizarse tras la expulsión; o el caso de los emisarios llegados a Córcega para mantener la unidad de los jesuitas españoles allí exiliados59. Asegurar la cohesión de los miembros de la orden fue el objetivo de los provinciales tras su desembarco en la isla e incluso con anterioridad, cuando muchos jesuitas americanos, al llegar a El Puerto de Santa María, manifestaron su deseo de secularizarse60. Citaban asimismo las «ocultas maquinaciones e inteligencias» del padre Jaime Andrés, procurador de la Compañía ante la curia, quien se mantenía en permanente contacto con los jesuitas de Córcega61. Se recogían en el dictamen varios casos de jesuitas que habían contravenido la Pragmática Sanción con el objetivo de «turbar el reposo común» y mantener «la fermentación y el espíritu de discordia en los terciarios y fanáticos», tanto en España como en Portugal: emisarios llegados de Córcega con instrucciones del general Ricci habían sido detenidos al llegar a España. Se citaba incluso la difusión de «profecías y visiones con que consternar a los crédulos y conmover a los Pueblos»62 sobre la inminente llegada del Anticristo, que nacería de la Casa de Borbón63. Para divulgar «las temerarias y enfáticas especies de que la Religión iba a padecer trastorno» recurrían a monjas de las que habían sido directores espirituales64. Se habían iniciado tales manifestaciones iluministas en la ciudad de Castello, en los Estados Pontificios: allí, cierta monja había anunciado el pronto regreso de los jesuitas expulsados; circulaba además la «especie visionaria» de que en un convento de Murcia había reverdecido milagrosamente una rama seca de terebinto65. Un mes antes de su dictamen, el 23 de octubre de 1767, el Consejo publicó una carta circular sobre el peligro que para las monjas y la tranquilidad pública suponían tales manifestaciones de fanatismo. Era necesario que los prelados y superiores de las órdenes religiosas sustituyesen a cuantos directores espirituales y confesores fueran sospechosos de jesuitismo, para evitar que «en lugar de pastores vigilantes haya lobos que disipen el rebaño, no dudando removerán prontamente las personas sospechosas que con abuso influyen a las sencillas religiosas»66.

			En octubre de 1767, el comisario Jerónimo Gnecco informó desde Génova sobre jesuitas fugados de Córcega a la Ribera genovesa. Desde allí se habían embarcado hacia España67. Un mes antes, tres jesuitas andaluces habían sido detenidos en Gerona. Se trataba de los coadjutores Juan Aguilera, Pedro Miranda (ambos del colegio de La Higuera) y José Alejandro López, de la Casa Profesa de Sevilla68. Todos habían sido devueltos a Italia por el capitán general de Cataluña, el conde de Ricla69, quien no les aplicó la pena de muerte que, en su condición de coadjutores, les hubiera correspondido en virtud de la Real Cédula de 18 de octubre de 1767, a la que expresamente hacían referencia los fiscales en su dictamen.

			Si aun confinados en Córcega, una isla en guerra civil, los jesuitas españoles eran capaces de continuar influyendo en muchas religiosas, en una parte del clero y en sus terciarios —«ciegos mandatarios suyos»70, según Campomanes—, no cabía duda de que era indispensable la extinción: «no basta la salida del Reino de estos Regulares, supuesto que existiendo a tanta distancia continúa el fanatismo y la inquietud de ellos y sus terciarios».

			La cuarta causa por la que era preciso acabar con la Compañía no era otra que el riesgo de que algún día regresara a los reinos de los que había sido expulsada, esperanza que no cesaban de alimentar los jesuitas con su poderosa maquinaria de propaganda. Los fiscales estaban convencidos que los jesuitas que permanecían en Portugal, por más que se encontraban confinados en conventos o encarcelados en el presidio de Azeitão en condiciones extremas71, mantenían contactos con su general, como había informado el embajador español en Lisboa, el marqués de Almodóvar, a Grimaldi en mayo de 176772; para evitar su expulsión de Francia, los jesuitas habían prestado en 1764 el juramento de fidelidad73 «con falsedad y restricción mental, conservándose en la dependencia del General». Ya en 1764 Campomanes había presentado al Consejo un dictamen contrario a la concesión de asilo en España a jesuitas franceses, precedentes en su mayoría de la provincia de Toulouse, que se habían negado a prestar el juramento a los cuatro artículos galicanos: debían salir de España en el plazo de un mes con objeto de preservar «la seguridad precisa del Estado, para mantenerle en tranquilidad»74. Tres años después volvía sobre la cuestión: los jesuitas franceses instalados en la diócesis de Gerona habían elegido un provincial francés in partibus, a quien obedecían todos los jesuitas franceses que se mantenían dentro del reino.

			En su dictamen de 31 de diciembre del año anterior, Campomanes había denunciado la soberbia de la orden ignaciana, la cual no solo se tenía por superior a las restantes religiones —a las que trataba de ridiculizar— sino que se atribuía méritos ajenos que hacía propios, e incluso llegaba al extremo de identificar la Compañía con la Iglesia75. Su orgullo y espíritu independiente les llevaba a considerarse por encima de las leyes de la Iglesia y del Estado y les daba fuerzas para esperar su regreso a los reinos de los que habían sido expulsados, momento en que podrían tomar venganza de sus enemigos, por lo que insitían Campomanes y Moñino en la necesidad de correr «de una vez la cortina de las discordias» mediante la extinción

			para cortar tantos daños e inconvenientes, calmar los ánimos, afirmar la tranquilidad, la buena y sana doctrina, la fidelidad, amor y respeto a los Soberanos, y purgar a la Tierra de una porción de hombres que con el aspecto de ovejas han devorado por más de dos siglos la Iglesia, y puesto los Países Católicos en el riesgo de que apenas han salido.

			Un quinto y último motivo invocaban los fiscales para suprimir la Compañía: la circunstancia única de que tres grandes soberanos católicos —los reyes cristianísimo, católico y fidelísimo— estuvieran de acuerdo en reclamarla para «domar este Monstruo tan perjudicial a la Iglesia como al Estado». Era el momento oportuno y quizá irrepetible, porque consideraban difícil la coincidencia en los tres reinos de gobiernos «ilustrados y patrióticos» y de monarcas «dotados de un talento, y de una experiencia tan sobresaliente como los que los gobiernan felizmente; que por sí mismos han tocado los males y funestas consecuencias de la subsistencia de la Compañía dentro de su Reino». Se reiteraba de nuevo la idea —ya expuesta a fines de 1766 por Campomanes— de que la lucha contra los jesuitas era un combate por la supervivencia de las monarquías: «este es, pues, el momento de salvar la patria y la religión verdadera»76.

			El expediente del Consejo Extraordinario tenía como objeto fundamental analizar los medios para lograr de Roma la extinción, y en ese punto había que examinar la propuesta portuguesa a la que nos hemos referido con anterioridad.

			La posibilidad de convocar un Concilio General fue desechada como inoperante, por el riesgo de que se debatieran además de la extinción otras cuestiones delicadas, como la inmunidad y la jurisdicción eclesiásticas, ante la presencia de cardenales y obispos próximos a la Compañía: «las contiendas serían tales que podrían ocasionar mayor mal que el remedio que se busca». Tampoco parecía oportuna la convocatoria de concilios nacionales o provinciales: en ellos también pesaría la influencia de los jesuitas, que contaban con aliados y conexiones entre la jerarquía eclesiástica. Sí apostaban los fiscales por animar a los prelados a que elevaran representaciones a Roma en que solicitaran la extinción de una orden que menoscababa su autoridad, recurso ya utilizado por Manuel de Roda el 22 de octubre de 1769, con Clemente XIV al frente de la Santa Sede. A esta iniciativa debían sumarse los superiores de otras órdenes religiosas, y en el caso de Francia se estimaba muy deseable que también se adhiriesen universidades y parlamentos, así como «varones doctos y bien reputados». El acento en que «otros Príncipes de la Cristiandad» respaldasen la petición apuntaba de un modo tácito a Austria, pieza fundamental por la influencia de los jesuitas en el imperio y en la corte de Viena77; pero también era preciso el concurso de la Casa de Saboya, proclive a la Compañía78, y de la República de Venecia.

			Los fiscales eran conscientes de las grandes dificultades que se oponían a tal unidad, por lo que estimaban suficiente que España, Francia y Portugal ejercieran al unísono presión sobre la Santa Sede; por lo demás, la expectativa de la consiguiente «aplicación de sus bienes [de la Compañía] a obras pías útiles al Estado» —como finalmente sucedería79— probablemente bastara para asegurar la «anuencia pasiva» de Austria.

			La opción de utilizar la fuerza contra el papa fue desechada: «no parece de la dignidad de tres grandes Monarcas combatir a un Príncipe débil muy desigual a las fuerzas de uno solo en calidad de Príncipe Temporal»80. Dada la avanzada edad de Clemente XIII y su precaria salud —desde agosto de 1765 padecía frecuentes ataques apopléticos—, parecía más conveniente esperar a un próximo cónclave y presentar ante el colegio cardenalicio la cuestión de la extinción de la Compañía.

			Era indispensable recusar al secretario de Estado Torrigiani, próximo a los jesuitas y con gran ascendiente sobre Clemente XIII, si bien se corría el riesgo de que, aceptada la recusación, el papa eligiese otro cardenal de similares simpatías81. La utilización del soborno, sin mencionarlo expresamente, debía ser también considerada. En opinión de los fiscales, no convenía descartar la compra de voluntades entre los partidarios de los jesuitas en la curia, a quienes pudiera resultar más atractivo reconciliarse con las tres potencias católicas partidarias de la extinción que sostener la causa de la Compañía frente a adversarios tan poderosos en los estertores del pontificado: «más útil y barato es ganar estas personas que hacer dispendios en una invasión».

			Campomanes y Moñino concluían su dictamen afirmando que «el pensamiento de la extinción absoluta de la Compañía es convenientísimo», y debía ponerse en práctica a la mayor brevedad posible, opinión ratificada por todos los integrantes del Consejo Extraordinario82,

			plenamente persuadido de la incorregibilidad del Orden de la Compañía del nombre de Jesús; ve las hostilidades ocultas que promueven, y el fanatismo que mantienen por sus terciarios, no solo en España, sino también en Francia y Portugal, su coligación con el Ministerio Pontificio, y el incesante manejo para hacerse temible a los Estados; y en consecuencia entiende por muy preciso el uso de los medios que se proponen para lograr con seguridad el fin y objeto de la extinción de la Compañía, sin que se dé oídos a reformas, ni a otros sistemas paliativos, que sin duda promoverán bajo de mano para frustrar una obra tan necesaria al bien de las Monarquías y al común reposo de la Iglesia83.

			La extinción se convirtió en una cuestión prioritaria para el monarca español. La propuesta portuguesa, presentada el 23 de septiembre de 1767 por el embajador luso en Madrid, dio lugar a que se solicitara la opinión de destacadas personalidades —«ministros y sujetos dotados de la debida capacidad, prudencia y doctrina»—, dada «la gravedad de la materia, y cuán seriamente convenía considerar los medios antes de dar en ella paso alguno»; todo en riguroso secreto, «alma de este negocio»84. Los elegidos para que dieran su opinión al rey fueron los ya requeridos a fines de enero de 176785 acerca del dictamen de Campomanes del último día del año anterior, que proponía la expulsión: el confesor real, padre Eleta; Manuel de Roda, como titular de la Secretaría de Gracia y Justicia; Miguel Múzquiz, de la de Hacienda; Juan Gregorio Muniaín, de la de Guerra; y los consejeros de Estado duque de Alba (que era su decano); Jaime Masones de Lima, hermano del duque de Sotomayor; el conde de Montalvo y el anciano duque de Sotomayor86, embajador en Lisboa entre 1746 y 1753, más Julián de Arriaga, secretario de Marina, sospechoso de projesuita y mantenido al margen del proceso que había desembocado en la expulsión, lo que le había llevado a presentar su dimisión al rey87, quien no la aceptó.

			La orden del rey, comunicada por la Secretaría de Estado, llevaba fecha de 19 de octubre de 1767. Subrayaba la importancia que revestía una posible extinción de la Compañía88, informaba acerca de la propuesta de la corte de Lisboa para aunar esfuerzos, y demandaba opiniones acerca de qué medios cabía emplear para responder de modo adecuado a la propuesta portuguesa. Se adjuntaba el oficio remitido por el embajador luso en Madrid Aires de Sá e Melo, la carta del secretario de Estado portugués conde de Oeiras89, el Assento del Conselho de Estado, y una copia del Compendio chronológico90. El escrito del embajador insistía en que, a pesar de la expulsión de Portugal, Francia y España, el riesgo para las monarquías católicas continuaría siendo grande, dadas las «fortissimas barreiras que a hipocrezia e maligna astucia dos Jesuitas» en Roma. Por el bien tanto «do governo espiritual de la Igreja como do governo temporal dos Estados»91, la extinción era no ya necesaria, sino urgente.

			El primero en remitir su dictamen fue Jaime Masones de Lima. Ascendido a teniente general tras representar a España en las conferencias de Breda (1747) y Aix-la-Chapelle (1748), pasó a ocupar la embajada de España en París (1752-1761), antes de ingresar en el Consejo de Estado92. Masones había recibido del embajador portugués en Madrid la Dedução chronológica e analítica —de «gran volumen» la calificaba Masones, pues iba en dos tomos93— y la Petição de recurso, ambas editadas en Lisboa en 176794. Reconocía no tener fuerzas para una lectura atenta de las dichas obras, a causa de «la continua debilidad de cabeza que me causan los vahídos que padezco». Tuvo que hacer un esfuerzo ímprobo para redactar de su puño y letra el dictamen que se le solicitaba, y solo lo hizo por exigirlo así el secreto que se le pedía95. No obstante estas dificultades, sí se había aproximado a los textos remitidos por Aires de Sá, en especial a la pormenorizada Dedução, pieza fundamental de la literatura antijesuítica portuguesa que pronto traduciría el valenciano José Maymó y Ribes96, quien ya había vertido al castellano en 1760 el Verdadero método de estudiar del oratoriano y antijesuita Luis Antonio Veney, conocido en España como el Barbadiño97.

			Masones hacía un resumen de los contenidos de la Dedução, si bien reconocía que poco podía decir de las cuestiones referentes a la distinción entre la potestad espiritual y temporal, o sobre las disputas —de las que fue testigo en París durante su etapa como embajador— «sobre la gracia eficaz, o suficiente; sobre la ciencia media, restricción mental, probabilismo y jansenismo», pues escapaban a su comprensión, al igual que otras controversias de escuela, pese a identificarse como antiguo alumno de los escolapios98. Dudaba, por otra parte, de que la mayoría de cuantos polemizaban sobre tales cuestiones entendieran «una sola palabra de lo mismo que disputan».

			Lo que mayor interés ofrecía para el anciano militar y diplomático era la vertiente política, y a ella ciñó su dictamen. Aunque pensaba que su capacidad de intervenir en los asuntos de España había quedado muy mermada99 tras la expulsión, creía conveniente la extinción de la Compañía. Para lograrla, estimaba necesario que de ese objetivo participaran no únicamente los soberanos que los habían extrañado de sus reinos, sino también los restantes príncipes católicos, como las cortes de Turín y Viena100, «para que concurran todas unánimes a pedirle al Papa que extinga enteramente esta Sociedad». Sin esa unión previa, Masones ponía en duda el éxito de la solicitud y estimaba que, si no se les invitaba a sumarse a la petición de extinguir a la Compañía, pudieran abrigar más tarde resentimientos no deseables por haberse procedido sin su conocimiento. Como diplomático que había sido, se inclinaba por la «negociación sigilosa»; si no se lograba la deseable unanimidad, al menos había que lograr que quienes no participaran manifestasen su «indiferencia en cualquiera resolución que tomen nuestras Cortes para reducir la de Roma». Sin reserva alguna, y con absoluta contundencia, se manifestaba contrario a la propuesta de Portugal de utilizar la fuerza contra la Santa Sede si no accedía a la extinción101. Como militar, pasaba revista a los enormes problemas logísticos de una operación que requería un gran número de embarcaciones para transportar un ejército de no menos de treinta mil hombres y suficientes tropas para cubrir las deserciones; a lo que había que añadir el riesgo de quedar las provincias de España desguarnecidas ante un posible movimiento sedicioso como el vivido la primavera del año anterior, y que como aquel sería obra de la «instigación oculta de los parciales de los jesuitas expulsos», que aprovecharían el descontento a que daría lugar una quinta general —«la más gravosa carga que se les puede dar a los Pueblos»— destinada a hacer la guerra al papa102.

			Sí se mostraba partidario como «principal objeto de nuestra solicitud» de que se exigiese la separación del cardenal Torrigiani de la Secretaría de Estado y su salida de Roma: no solo por su connivencia con el general de la Compañía, sino por ser el causante de la tensión entre Roma y las cortes católicas, dado su temperamento «inconsiderado y violento».

			El secretario de Hacienda, el navarro Miguel de Múzquiz, en su dictamen fechado el 26 de noviembre103, fue más crítico que Masones con la propuesta portuguesa en lo relativo a actuar contra la Santa Sede —recurriendo a la fuerza en el caso probable de que el papa rechazara la petición de extinguir la Compañía— y al castigo que debían recibir el prepósito general y sus asistentes. Pese a que el documento portugués hablaba de «ocupación de temporalidades», Múzquiz entendía que el eufemismo ocultaba una declaración de guerra contra el pontífice104. Sostenía que quizá el monarca portugués tuviese motivos para una decisión tan extrema, y recordaba que Lisboa había roto relaciones con Roma en 1760; pero las circunstancias del rey de España eran muy distintas, y tanto en lo espiritual como en lo temporal ningún incidente de gravedad había agitado la buena armonía con la Santa Sede: «si por la expulsión de los jesuitas invadiesen las Armas Católicas los Estados del Papa, se graduaría este hecho como una infracción del Derecho Natural y de las Gentes, de que está muy distante la inmutable justicia del Rey»105. La extinción no era causa «justa ni decorosa» que justificase una guerra contra el papa. En coincidencia con el dictamen de Masones, Múzquiz estaba convencido de que con la expulsión Carlos III había quedado a cubierto de cualquier perjuicio que pudieran causar los jesuitas. No ignoraba que algunos de los expulsos —muy pocos— habían intentado regresar de forma clandestina a España, y por ello se había dictado la Real Cédula de 18 de octubre que condenaba a muerte a los coadjutores detenidos en el intento, y a reclusión perpetua a los sacerdotes. Para Múzquiz no había motivos para temer a los jesuitas expulsos, por lo que la extinción no debía ser para el monarca español «un objeto digno de empeñarle en una guerra con el Papa». Cerrada la puerta para siempre a los jesuitas, por lo que tocaba a España, la Compañía se había extinguido ya.

			Múzquiz discrepaba de la distinción que el secretario de Estado portugués hacía de la doble condición del pontífice como soberano temporal y vicario de Cristo. La solicitud de extinción de una orden religiosa se dirigía —argumentaba el secretario de Hacienda— a la cabeza de la Iglesia, no al soberano pontífice, «pues es innegable que solo como Juez supremo de la Iglesia puede extinguir la Compañía». Reconocía que la negativa a que desembarcaran los jesuitas españoles en los Estados Pontificios había supuesto una ofensa al monarca español, pero su relativa gravedad no bastaba para justificar un conflicto armado. El dictamen de Múzquiz era claro: «S. M. no debe unirse con la Corte de Portugal para hacer la guerra al Papa»: por falta de motivos suficientes; por ser la expulsión una medida adecuada, que había librado a sus territorios de la Compañía, y porque la guerra «produciría funestas consecuencias». Para Múzquiz, el camino hacia la extinción debía transcurrir por la vía de la negociación entre los monarcas de Portugal, Francia y España con el pontífice. En tanto no se produjera la inminente expulsión de las Dos Sicilias, y para evitar «escándalos y ruidos», recomendaba que Nápoles no participara: pues desde que se rumoreaba el extrañamiento de aquellos jesuitas, los partidarios de la Compañía habían dado en interpretar sucesos naturales —una erupción del Vesubio o la muerte de la prometida del rey Fernando IV, la archiduquesa María Josefa106— como premoniciones de los castigos divinos que sobrevendrían si la orden de San Ignacio se veía obligada a dejar aquel reino107.

			El dictamen del duque de Sotomayor fue el más extenso108. Al igual que su hermano, Jaime Masones de Lima, señaló que sus condiciones físicas no eran las idóneas para el encargo que se le encomendaba, sobre todo por sus problemas de visión, en «estado lastimoso a que de dos meses a esta parte últimamente he llegado a confundírseme la vista, de suerte que ni impresa ni escrita, no llego a discernir ni una sola palabra», por lo que había tenido que valerse de un lector que hiciese las veces de amanuense, para lo que precisó licencia de Grimaldi, por estar sujeta la consulta a un escrupuloso secreto109. Con la ayuda de su hombre de confianza tuvo conocimiento de los textos entregados por el embajador portugués, sobre los que prefirió no emitir juicio alguno. A su criterio, las razones para exigir la extinción eran las mismas que habían justificado la expulsión, puesto que la Compañía había sido culpable de grandes males para España: habían sido «los mayores fomentadores» de la secesión de Portugal en 1640, e instigadores de las luchas nobiliarias que ensombrecieron el reinado de Carlos II, con el padre Nithard como protagonista. Lo importante era, según el duque, «discurrir y elegir entre los medios que el Ministro de Portugal propone, el que parezca más adecuado, más efectivo, menos aventurado, más seguro, y menos expuesto a perjudiciales consecuencias»110. Echaba de menos el veterano diplomático y militar que la oferta portuguesa careciese de concreción, y criticaba su insuficiencia en cuanto a «calidades, condiciones y artículos», así como su ambigüedad en «muchos puntos y negociaciones» relativos a aspectos importantes, como las fronteras en América o el comercio recíproco. Mostraba el duque su disconformidad frente a la posibilidad de convocar un Concilio General: no solo por considerarlo ineficaz, sino sobre todo por creer «indecoroso» para los soberanos que la solicitud de extinción fuera objeto de debate por eclesiásticos en un sínodo universal, cuando era «un punto sobre el cual se halla tan declarada su autoridad».

			Lo fundamental de su dictamen era, como en todos los demás que llegaron a manos de Grimaldi, la posibilidad de utilizar la violencia para forzar al papa a plegarse a la extinción bajo la justificación de su jurisdicción temporal, una materia que no dudaba en calificar de delicada y «melindrosa». Idéntico escrúpulo se apreciaba en el propio texto del conde de Oeiras, quien tan solo mencionaba una posible «ocupación de temporalidades». En todo caso, Sotomayor se extendía sobre la cuestión, partiendo de que era importante y urgente solicitar la extinción. Pese a la expulsión, la Compañía —y en esto difería el de Sotomayor de otros dictámenes— seguía constituyendo un peligro para la seguridad del reino. Los jesuitas gozaban aún de crédito en muchos ámbitos de la sociedad española gracias al control que habían ejercido sobre gran parte de la enseñanza, a su influencia en la administración y tribunales de la monarquía, a su labor como directores de las conciencias de muchas personas, tanto seglares como de órdenes femeninas, y a la difusión de devociones propias. Tales eran «sus más estables y fecundas raíces» que, a juicio de Sotomayor, era preciso extirpar: «no puede creerse que descaezca hasta enteramente desacreditada, dejando así en pie y desconocido el peligro que fomentó en el tiempo de su permanencia»111. La extinción, y el transcurso del tiempo: era el camino para que desaparecieran los riesgos; y el mecanismo necesario, «la concurrencia» de todos los monarcas en el logro de dicho objetivo, pues si otros soberanos católicos mostraban su disconformidad, «no se verificaría la extinción si permaneciese su existencia en otras partes». Sotomayor pensaba en Austria y su imperio, donde los jesuitas eran «considerados y opulentos»; pero tras el Breve de extinción de 1773, sus pronósticos se harían realidad en Prusia y en el territorio bielorruso bajo soberanía de la zarina.

			Sotomayor excluía la acción armada, que supondría «entrar en un laberinto, para cuya salida es muy frágil el hilo y escasa la luz». La paz de que disfrutaba Europa en aquel momento podía quebrarse por cualquier suceso inesperado, o por la propia acción contra la Santa Sede que de manera un tanto irreflexiva112 proponía el conde de Oeiras. El recuerdo de la fracasada expedición contra Cerdeña y Sicilia en 1717, con la que Felipe V aspiraba a recuperar sus posesiones en Italia, y que dio lugar a la Cuádruple Alianza en 1718, estaba todavía presente en la memoria del duque de Sotomayor, nacido en la ciudad sarda de Cagliari en 1696113. Como su hermano Masones de Lima, Sotomayor advertía de que movilizar tropas y una escuadra a Italia dejaría desprotegidas las colonias ultramarinas y daría oportunidad de intervenir en América a Inglaterra, la potencia marítima «que no adormece nunca».

			Al igual que Múzquiz, Sotomayor insistía en la contradicción que suponía solicitar al papa la extinción en su calidad de cabeza de la Iglesia, ya que era prerrogativa del supremo pastor de la Iglesia «la fundación, aprobación, y constitución legítima de cualquier Religión, como su extirpación y aniquilación formal, universal y preceptiva», y pretender justificar el recurso a la fuerza por su condición de soberano temporal.

			En cuanto a la cuestión central de la consulta, relativa a los medios para lograr de la Santa Sede la extinción, no consideraba inútiles o ineficaces —como creía el conde de Oeiras— las medidas de presión, como limitar los envíos de dinero a la Dataría romana, retirar los embajadores o «prohibir a los vasallos que tenían con ella comercio espiritual y temporal». Sí consideraba indispensable el apartamiento del cardenal Torrigiani de la política exterior vaticana, y digna de consideración la posibilidad de amenazar, cuando lo requiriesen las negociaciones, con la ocupación de enclaves pontificios en territorios borbónicos, como Benevento en la Campania napolitana —calificado por Moñino como «estorbo terrible contra la administración de Justicia y Hacienda»— o la ciudad de Aviñón en Francia114. Una congregación de cardenales y prelados escogidos debían examinar las culpas de las que se acusaba a la Compañía, entre las más «escandalosas», el haber abrazado ritos supersticiosos en China y en la costa india del Malabar, perturbando de este modo «la pura práctica de la Religión, confundiéndola para los nuevos convertidos»; las persecuciones a que sometieron al cardenal Charles Maillard de Tournon, legado papal en la India y China a principios del siglo XVIII con la misión de acabar con las disensiones entre los misioneros de las diversas órdenes, y cuyo veto en contra de los ritos chinos desobedecieron los misioneros jesuitas115. Un particular relieve daba el duque a su «soberbia, ambición y codicia», manifiestas en Brasil, Paraguay y las misiones californianas, donde utilizaban mano de obra esclava «que producía la opulencia para los Regulares». La idea del fomento de la esclavitud indígena en beneficio de la propia Compañía había sido lanzada por Oeiras como un elemento básico de su campaña antijesuítica. La abundante literatura financiada por Lisboa, que inundó Europa mediada la década de los cincuenta116, hizo hincapié en que los jesuitas contravenían la bula de Benedicto XIV que liberaba a los indios de la esclavitud117, y advertía de que en poco tiempo el poder de la Compañía sería inmenso, por contar con grandes ejércitos de esclavos, capaces de poner en jaque a España y Portugal118. No cabe duda de que esta literatura había encontrado eco en Campomanes y en los antijesuitas españoles, como ahora Sotomayor, pues el fiscal no había dudado en afirmar que en las misiones «los indios son del todo esclavos de los jesuitas, de que cuidan más de armarles que de catequizarles»119. No le cabía duda a Sotomayor de que el general de la Compañía y sus asistentes debían recibir un castigo adecuado una vez extinguida la orden, «al modo como se practica en cualquier conmoción y sublevación, que los principales fomentadores son los que sufren la pena del castigo»120.

			El también militar y secretario de Guerra Juan Gregorio Muniain sostenía opiniones muy similares a las de Masones de Lima. Aceptaba las acusaciones de la literatura antijesuítica, que la Dedução había recopilado con detalle: su moralidad pervertida, su política laxa, su defensa del tiranicidio, sus ambiciones territoriales y seculares opuestas a las del Estado, sus inmensas riquezas, etcétera, etcétera121, merecedoras en su momento de la expulsión y ahora de la extinción. La pervivencia de la orden ignaciana supondría, en su opinión, un permanente «aliento del fanatismo, que uniéndose con la astucia, con la osadía, y con el poder (en las ocultas riquezas de los jesuitas) fomentarían una guerra civil con máscara de Religión, que nos sería ruinosa». No obstante, coincidía con los otros informantes en que el uso de la fuerza para lograr de Roma la extinción no era deseable, y únicamente debía emplearse «cuando se vea desatendida la sumisión, y despreciada la justicia», y siempre previo consentimiento de Austria122. Al igual que quienes le habían precedido en los dictámenes, Muniain subrayaba la necesidad de apartar al cardenal Torrigiani de cualquier responsabilidad en el gobierno de la Iglesia «por ser el más acervo protector de los jesuitas», y sustituirlo al frente de la Secretaría de Estado por un purpurado imparcial con el que pudiesen negociar los embajadores acreditados ante la Santa Sede, y a través de quien el papa pudiera conocer sin tergiversaciones las verdaderas «moral, política, ambición, ideas y máximas de los jesuitas», para que, informado con exactitud y autenticidad, procediese a su extinción «en las cuatro partes del Mundo»123.

			Cuando el padre confesor fray Joaquín de Osma firmó su dictamen (13 de enero de 1768)124, ya se había producido la esperada expulsión de los jesuitas del reino de las Dos Sicilias. Comenzó en La Apulia la noche del 19 al 20 de noviembre y prosiguió en la ciudad de Nápoles al día siguiente125. Eran, pues, cinco los monarcas católicos dispuestos a solicitar la extinción.

			Para el confesor real, el «asunto gravísimo» de la extinción debía realizarse por ser justa, puesto que todas las razones que habían dado lugar a la expulsión eran suficientes para extinguir la Compañía, ya que era «unívoca su corrupción en todas partes». Enumeraba a continuación los tópicos difundidos por la literatura antijesuita, como su moral relajada, su gobierno «político y monárquico» y, sobre todo, la implicación de los jesuitas en «tráficos, comercios y negociaciones», acusación utilizada por el cardenal Francisco Saldanha en junio de 1758 para presentar a los jesuitas portugueses como culpables de tratos comerciales escandalosos126, sin olvidar las catastróficas consecuencias que el caso del padre La Valette, superior de la misión de la Martinica e implicado en operaciones comerciales, tuvo para el futuro de la Compañía en Francia127. Pero, ante todo, la orden ignaciana representaba para el confesor real un peligro para el orden público y para cuantos soberanos rehusaban «esclavizados a sus máximas». La Dedução que le había remitido el embajador portugués insistía en su rebeldía frente a las autoridades españolas y portuguesas en América, y hacía especial énfasis en su papel instigador desde el púlpito durante el motín de Oporto de febrero de 1757, causado por la reorganización del comercio del vino por el gobierno128, papel similar al desempeñado por la Compañía en los motines españoles de 1766.

			Como «hijos primogénitos» de la Iglesia, los monarcas de Portugal, Francia, España, y ahora Nápoles, quienes los habían extrañado de sus dominios tras advertir el daño que causaban, tenían el deber de liberarla de «la peste perniciosa que han descubierto».

			El dictamen del padre confesor contiene observaciones estratégicas de interés. Consideraba que la solicitud de extinción debía plantearse ante la Santa Sede de manera vigorosa, pero reverente y gradual. Convenía centrar la argumentación en los daños que la doctrina jesuítica había causado a la Iglesia, al actuar «contra el espíritu del Evangelio». Como reiteraban todos los consultados, debía solicitarse que se sumaran a la petición otros monarcas católicos, «particularmente el Emperador y la Reina de Hungría», o que al menos «no la contradigan»; y como paso fundamental, solicitar la revocación de Torrigiani, el principal obstáculo, ya que «en su brazo se contiene toda la resistencia» y el poder de la Compañía en Roma. A ese rechazo sí se sumarían todos los monarcas católicos, pues «son muchos los Soberanos que se hallan justamente resentidos de la mala conducta de aquel Ministro»129. La solicitud de extinción debía ir apoyada por cartas de arzobispos, obispos, cabildos eclesiásticos y autoridades de las principales ciudades; debía ser al tiempo «reverente» y «vigorosa», y destacar siempre que no se buscaba sino el bien de la Iglesia y de la religión cristiana.

			En el caso de que el papa no apartara a Torrigiani de su cargo en la Secretaría de Estado, los embajadores de Portugal, Francia, España y Nápoles debían solicitar audiencia al pontífice para presentarle conjuntamente su petición de extinción, junto con toda la documentación reunida en su apoyo, y comunicarle que no tratarían de ninguna cuestión con la Secretaría de Estado mientras Torrigiani fuese su titular.

			Finalizaba el padre Osma con una recomendación: «empezando este negocio no se debe dejar de la mano hasta conseguirlo» porque de lo contrario auguraba muy malas consecuencias, ya que la Compañía «sería después muy terrible si saliese victoriosa contra cuatro Soberanos»130.

			En enero de 1768 redactó el duque de Alba su dictamen. Excusaba el retraso por su delicado estado de salud131. La utilización de las armas contra los Estados Pontificios le parecía prematura: antes convenía solicitar la extinción al papa con la formalidad debida e intentar que Austria se sumase a la petición «por la autoridad que le da en Roma la posesión de sus Estados en Italia»132. Entendía Alba que la influencia de la Compañía en Roma por mediación del cardenal Torrigiani podría llevar a Clemente XIII a oponerse a la extinción, en cuyo caso no quedaría otra alternativa que usar la fuerza para que el papa «abriese los ojos, y conociese cuánto bien resultaría a su decoro, y cuánta utilidad a la Iglesia si se prestase a las justas y calificadas instancias de tan Augustos Soberanos»133. El uso de las armas estaría justificado, a su criterio, por razones de justicia, conveniencia y necesidad, y fundado en la autoridad de distintos autores españoles, como el dominico Melchor Cano, Juan Silíceo, arzobispo de Toledo, el obispo de Albarracín Lanuza y el escriturista Benito Arias Montano. Alba negaba que el dictamen tuviese visos de violento, ya que los monarcas estaban en la obligación «de mantener su decoro, la quietud de sus Reinos, la seguridad de sus Sagradas Personas, y sobre todo la pureza de la Religión»134, que la curia romana dificultaba con su actitud favorable a la Compañía, por entero política. En sintonía con la tesis portuguesa, el duque distinguía al papa del príncipe, ya que el Papado se había transformado desde tiempos del Renacimiento en potencia italiana135, y deslindaba el trato que cada una de sus almas debía recibir: «besemos los pies al Papa, y no permitamos que en Roma se confundan las cualidades de Soberano Temporal con las de Sumo Sacerdote»136. No obstante, comprendía Alba que semejante estrategia resultaría difícil para Carlos III, por su carácter piadoso y en vista de la avanzada edad de Clemente XIII. Por ello recomendaba la amenaza, aunque sin descartar como opción última la guerra, y sugería que en Barcelona se iniciasen preparativos para un posible embarco de soldados, y que en Nápoles se desplazaran contingentes de tropa hacia la frontera con los Estados Pontificios. Se debía exigir al papa la extinción con toda la firmeza y determinación posibles, a modo de ultimátum, sin admitir propuestas de reforma ni subterfugios que permitieran a Roma ganar tiempo.

			Finalizaba Alba su dictamen con la advertencia de que la extinción de la Compañía no suponía la extirpación de la mala doctrina jesuítica, cuyo fuego mantendrían vivo sus terciarios. Había que extinguir asimismo los rescoldos del jesuitismo en la propia España, para que no «se perpetúen sus máximas y su moral», prohibir sus libros y el ejercicio «del confesionario, púlpito y magisterio»137 a sus simpatizantes.

			Casi en coincidencia con el dictamen del duque de Alba presentó el suyo Manuel de Roda, el último de los requeridos, puesto que Julián de Arriaga declinó hacerlo por considerarse incapaz de pronunciarse acerca de un asunto que solo le provocaba perplejidad, y que probablemente causaría graves perjuicios a la religión «si Príncipes tan católicos usasen medios violentos con la Cabeza de la Iglesia»138.

			Manuel de Roda exponía en su dictamen argumentos similares a los del padre confesor. Se inclinaba por elevar primero una «reverente súplica» para que fuese extinguida la Compañía, fundada en las directrices de su gobierno, las Constituciones, que muy pronto —desde el generalato del padre Diego Laínez, su segundo prepósito— se habían apartado del espíritu de su fundador, y que obligaban a sus miembros a obedecerlas «ciegamente». El secretismo de sus Constituciones era un elemento crucial para el antijesuitismo —materia de la que Roda era gran conocedor—, puesto que esclavizaban el entendimiento y la actividad de sus miembros. En Francia habían estado sometidas a investigación y los Parlamentos concluido que no estaban en armonía con las máximas del reino ni con las libertades proclamadas por el galicanismo, pues los jesuitas no habían suscrito los Cuatro artículos de la Iglesia galicana de 1682139. Ya en la Dedução portuguesa se hacía hincapié en que las Constituciones habían aprobado «abusos, profanaciones y estratagemas políticas que causaban desorden en la Iglesia universal y en las diócesis individuales». Roda insistía en que había que subrayar en la solicitud de extinción que las Constituciones de la Compañía siempre fueron «un misterio reservado, aun para los mismos que profesaban el Instituto». Para el secretario de Gracia y Justicia, las bulas concedidas por diversos pontífices en las que elogiaban al Instituto ignaciano daban por buena una formidable simulación de sus auténticos fines, «profanos, temporales y políticos».

			Roda desgranaba los lugares comunes del antijesuitismo europeo de mediados de siglo: la pretensión de superioridad de la Compañía sobre las restantes órdenes religiosas; su empeño en intervenir, mediante el confesionario, en las cuestiones temporales de los particulares o en el gobierno de las cortes; su moral relajada, utilizada para ganar adhesiones; el desprecio por la autoridad en general, que les inclinaba a promover motines, rebeliones y atentados. Concluía Roda que «serán siempre nuestros enemigos irreconciliables en cualquier parte del mundo donde existan y mientras mantengan su unión y formación de cuerpo»140. Las buenas relaciones entre la Santa Sede y los reinos católicos solo serían posibles tras la desaparición de la orden ignaciana. Como el padre confesor, Roda era partidario de que los obispos escribiesen a Roma, previa supervisión de la corte, para sumarse a la solicitud de extinción «por el bien de la Iglesia», y de que en sus escritos dejaran constancia de cualquier conducta censurable de los jesuitas que hubieran podido advertir en sus diócesis. Consideraba preciso que Austria no se opusiese a la supresión aunque no la apoyara, pues solo desde la unidad se podría forzar a la curia a considerarla: los cardenales temerían incurrir en la indignación de las cortes y harían cuentas de los perjuicios que en el futuro pudiera acarrearles indisponerse con los soberanos, que podrían utilizar su capacidad de veto —la llamada exclusiva— en el próximo cónclave.

			Roda contemplaba dicho cónclave como el momento decisivo para lograr la extinción. Antes de que Clemente XIII falleciese, había que presentar la petición de recusación de Torrigiani —«el más fanático enemigo de las regalías de los Soberanos»— y la solicitud de extinción, pero tan solo a efectos de que hubiera constancia de la petición cuando se convocara el cónclave «y se repitiese durante este al Sacro Colegio, protestando la elección, si se hiciese de nuevo Pontífice, sin la condición de extinguir la Compañía»141.

			La opinión de Roda sobre la manera de presentar ante Clemente XIII la instancia para la extinción era que cada embajador lo hiciese por separado, con audiencias en días diferentes y con memorias distintas: aunque todo de común acuerdo, y siempre de forma «reverente y fundada», por tratarse de un tema eclesiástico, propio de la jurisdicción del pontífice. Ya que Portugal no contaba con representante diplomático acreditado ante la Santa Sede, Roda proponía que el embajador portugués en España entregase su memoria en la nunciatura en Madrid, que había ejercido como intermediaria entre Roma y Lisboa desde la ruptura de relaciones142. Pese a subrayar que la solicitud de acabar con los jesuitas era competencia exclusiva del vicario de Cristo, Roda no excluía

			insinuar desde luego, que si no son atendidos como merecen los justos y fundados oficios de los Soberanos, se verán precisados estos a valerse del medio de la fuerza, por ser causa en que no solo se interesa la Religión Católica, de que son Protectores, sino el Estado, la Sociedad, y el bien común de sus Reinos, que deben defender a toda costa, y en caso necesario con las armas143.

			La confianza de Roda en el éxito se fundaba en la utilización por los monarcas de dos recursos que en Roma tenían gran impacto: la persuasión y la intimidación. Para lo primero había que convencer al mayor número posible de cardenales de la rectitud y equidad de la extinción y disponerles para que en el cónclave, que se presumía cercano, apoyaran a un candidato «afecto a los Soberanos y nada afecto a los jesuitas», que aceptara «la condición de extinguir la Compañía», y por otra parte, advertirles de las consecuencias negativas que podría acarrearles su oposición al deseo de los monarcas.

			El 30 de marzo de 1768, el secretario de Estado, marqués de Grimaldi144, presentó una Memoria que resumía las opiniones recabadas. No cabía duda de que la extinción de los jesuitas era necesaria y urgente, tanto por el bien de la Iglesia como para garantizar la seguridad de los soberanos que los habían expulsado de sus reinos —que ahora eran cinco, pues a Portugal, Francia y España se habían sumado Nápoles y el ducado de Parma, que habían procedido a extrañar a sus jesuitas la noche del 20 al 21 de noviembre de 1767 en las Dos Sicilias145, y el 3 de febrero de 1768 en el ducado parmesano146. Todos ellos debían, de común acuerdo, emprender en Roma sin tardanza acciones para que la Compañía —«aquel temible y pernicioso Cuerpo»— fuese extinguida, sin aceptar soluciones intermedias, como una reforma de la orden, calificadas por Grimaldi de «remedios paliativos».

			Cuantos habían expresado su criterio se inclinaban por la negociación y excluían el empleo de la fuerza contra los territorios de los Estados Pontificios, que tan solo consideraban aceptable como último recurso. La firmeza en las negociaciones debía ser la pauta, para dar a entender a la curia romana que las cortes no desistirían de su empeño, aunque debía guardarse el debido respeto al Papa por su calidad de padre común de los fieles. Debía evitarse que el papa abriese un debate sobre la extinción, porque semejante vía solo causaría dificultades y dilaciones y dilataría la solución hasta hacerla imposible, con menoscabo del «decoro de los Monarcas, a quienes no corresponde hacerse acusadores judiciales, ni litigar un pleito con el General de la Compañía». Cualquier congregación de cardenales que el papa crease para tal propósito, sería ignorada por los soberanos. Se pedía que el pontífice utilizase «una providencia gubernativa, económica y paterna», como había hecho Clemente V con los templarios, u otros papas para suprimir a humillados y jesuatos.

			Grimaldi destacaba la importancia de contar con Austria, a la que se había invitado a sumarse a la petición, sin que se hubiera recibido respuesta positiva. Si Viena no suscribía la solicitud de extinción, sería aceptable que «no la repugne ni contradiga». Existían, en opinión de los informantes, argumentos de suficiente peso que respaldaban la solicitud a la Santa Sede. Cada reino podría aportar sus razones particulares; eclesiásticos, universidades «y Cuerpos representativos de las cinco Potencias», debían manifestar su apoyo a «la necesidad y utilidad de este paso con los argumentos y razones que a cada uno de ellos le dictase su celo, doctrina y literatura».

			La posibilidad de intervenir en un próximo cónclave, dada «la avanzada edad y peligrosas habituales dolencias del actual Sumo Pontífice», debía ser un pretexto fundamental para presentar la petición al colegio cardenalicio y «hacerla intimar oportunamente en él» para que el papa electo aceptase el requerimiento de la extinción. Los medios que se insinuaban para presionar a los cardenales eran «los poderosos estímulos del interés y del temor», considerados como infalibles cuando se negociaba con Roma, y la aplicación en cada uno de los reinos de una política regalista más agresiva147: supresión del Tribunal de la Nunciatura, nuevas medidas favorables al episcopalismo («restituir toda la autoridad nativa de los obispos»), y restricción de la posibilidad de elevar recursos a Roma salvo en casos «absolutamente reservados a la Santa Sede por la disciplina más antigua de la Iglesia, y más inmediata a su pureza primitiva».

			Por decisión de Carlos III, la Memoria de Grimaldi se remitió para su examen al Consejo Extraordinario antes de que fuera entregada al embajador portugués. Por tratarse de una cuestión que se consideraba esencialmente religiosa, a la sesión del Consejo asistieron los arzobispos de Burgos y Zaragoza, junto con los de Orihuela, Albarracín y Tarazona —de probado antejesuitismo y regalismo acendrado148—, quienes tenían voto en él.

			Deseaba el rey que el Consejo, como conocedor de los cargos formulados contra los jesuitas, concretara los motivos en que debía fundamentarse la petición al papa, y citara los documentos que los respaldaban. Tanto Campomanes como Moñino analizaron la memoria-resumen redactada por Grimaldi, que calificaron como «formada con mucho pulso, solidez y discreción», si bien se permitieron formular algunas recomendaciones, orientadas a evitar un posible rechazo frontal por parte de la curia romana. Según ambos fiscales, debían evitarse referencias a cuestiones que pusiesen en tela de juicio los principios ultramontanos frente a la potestad de los soberanos, pues serían consideradas por la curia como un ataque contra Roma: «se deben proponer los motivos de la extinción en aquel aspecto que pueda hacer una sensación viva en el espíritu de los romanos sin despertarles la desconfianza y el recelo de que se llevan otros fines»149. En su lugar, la petición debía subrayar que con la extinción se perseguía tanto el bien de la cristiandad y de la sede apostólica como la tranquilidad de los Estados católicos, y al mismo tiempo prescindir «de las opiniones romanas en lo que no sea muy necesario», sobre todo en lo relativo a las constituciones pontificias, y de cualquier referencia a la infalibilidad en materias doctrinales150.

			La relación de cuantos actos de desobediencia y rebeldía frente a las decisiones de distintos pontífices habían protagonizado los jesuitas —pese a estar obligados por su cuarto voto a prestar especial obediencia al pontífice— podía influir en la Santa Sede e inclinarla a favor de la extinción. En tal relación se debía citar a Pío IV, Clemente VIII, Paulo V, Alejandro VII, Inocencio XI, Clemente XI, Benedicto XIII, Inocencio XIII y Benedicto XIV, sobre todo en relación con las misiones en Asia, siendo el archivo de Propaganda Fide un arsenal de testimonios que probaban la obstinación de la Compañía, la cual había ignorado los decretos pontificios que prohibían los ritos y cultos idolátricos en China, y la costa india del Malabar, así como a la tolerancia de los misioneros jesuitas en Chile con respecto a la superstición indígena del machitum151. La continuidad de la Compañía en el seno de la Iglesia haría imposible la tranquilidad de los Estados católicos, por lo que había que poner de manifiesto en la solicitud al papa que la supervivencia de los jesuitas acarrearía «terribles consecuencias».

			La instancia al papa debía ser escueta, pero acompañada de representaciones «de la Diputación del reino, de las universidades, de los RR. Obispos y aun si fuere posible de los superiores regulares. Esto es lo que hace fuerza en Roma»152.

			También los fiscales matizaron que, ante la eventualidad de un inminente cónclave, convenía evitar referirse a la posibilidad de que los monarcas no reconociesen al papa electo en caso de que no asumiera el compromiso de extinguir a la Compañía, y limitarse a manifestar que los soberanos procurarían «evitar el riesgo a que podría exponerle la elección al nuevo Pontífice».

			En lo que se mostraban taxativos, para evitar retrasos y maquinaciones, era en cuanto a la necesidad de evitar por todos los medios que en la instancia figurase referencia alguna al nombramiento de una congregación de cardenales, por muy imparciales que fuesen: «la instancia ha de ser para que Su Santidad extinga esta Orden por vía de providencia gubernativa, económica y paterna, sin entrar en discusiones formales».

			Las amenazas de suprimir el Tribunal de la Nunciatura e introducir medidas de corte episcopalista —«restituir toda la autoridad nativa de los obispos y de impedir los recursos a Roma»— parecían suficientes a ambos fiscales.

			Los motivos relacionados con la doctrina moral y la teología de los jesuitas se dejaban a la consideración de los cinco prelados asistentes al Consejo, a quienes se les podría suministrar tanto una copia de la documentación recopilada por Campomanes en su pesquisa reservada como escritos confiscados en la Casa Profesa sobre el regicidio «y otras pruebas de su moral corrompida».

			El Consejo aceptó por unanimidad el dictamen de los fiscales y se comprometió a redactar

			el escrito o demostración de los justos motivos que obligan a V. M. a promover de concierto con las demás Cortes interesadas y coadyuvar la instancia de la extinción total del Orden de la Compañía, y entretanto que las Cortes acuerdan los pasos que deben darse en tan importante negocio, no se perderá de vista la formación de dicho escrito en que se demuestren instrumentalmente las causas que obligan a la extinción de la Compañía para bien de la Iglesia y de los Estados, y luego que esté fenecido le pasará el consejo a las Reales manos de V. M.153.
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			CAPÍTULO 2

			
El Monitorio de Parma como desencadenante

			La publicación en Roma el 30 de enero de 1768 del Breve Alias ad apostolatus, más conocido como Monitorio de Parma, dio una nueva dimensión al problema de la extinción y a las relaciones de la Casa de Borbón con la Santa Sede. Desde los últimos días del año anterior se sospechaba que el papa preparaba un Breve excomulgando a quienes habían ordenado la expulsión de los jesuitas, y el embajador español comunicó a Grimaldi que la Secretaría de Estado vaticana buscaba en los archivos «Monitorios despachados en otros tiempos apercibiendo con censuras y sus declaratorias algunos soberanos, para reglarse a su formulario en el que se dice piensa despachar con motivo de la expulsión de los jesuitas», y aunque en Madrid no creían en esa posibilidad —«no nos persuadimos a que pueda llegar el caso de efectuarse en el siglo iluminado que vivimos una idea que precisamente traería consecuencias muy temibles»—, Carlos III había dado instrucciones para que se averiguase lo que había de cierto sobre esas noticias1.

			Desde 1760 el ducado parmesano se encontraba en el centro de las disputas con Roma por la cuestión de las inmunidades eclesiásticas. Cuando en ese año fue designado Manuel de Roda como embajador de España en Roma, intercedió ante Clemente XIII, con el apoyo de Carlos III y de su ministro Ricardo Wall, para lograr un acuerdo con la Santa Sede que acabara con los excesos cometidos al amparo de las inmunidades eclesiásticas en el ducado del que era soberano el hermano del monarca español. Todos los intentos de llegar a una solución negociada tropezaron con la negativa del gobierno pontificio, lo que abrió la puerta a una decisión unilateral de Parma. Tras la negativa pontificia de 3 de mayo de 1764 a atender los requerimientos del ducado sobre las inmunidades, el 27 de mayo el secretario de Estado parmesano Du Tillot remitía una carta a Grimaldi en la que manifestaba su deseo de dar por concluida la vía negociadora2. Para Roda, en lo que calificaba, de «largo y escabroso asunto»3, la pretensión de Parma de lograr que los eclesiásticos pagaran tributos y se avinieran a un recorte de sus privilegios y exenciones había chocado con la negativa de Roma; pero había que intentar conseguir de la Santa Sede que los eclesiásticos aceptaran tributar y se contentaran con una rebaja de un tercio en relación con los gravámenes soportados por los seglares. Sin embargo, la respuesta del secretario de Estado pontificio, Torrigiani, fue una vez más decepcionante, pues tan solo estaba dispuesto a conceder una contribución eclesiástica indeterminada y limitada a la cobertura de las deudas de guerra: una vez satisfechas, el clero volvería a gozar de plena inmunidad. Para Roda, «hemos hecho la final experiencia. Se ha visto adónde llega el ánimo e intención del Papa, y no hay más que esperar, ni puede quejarse esta Corte de cualquiera providencia que tome Su Alteza»4.

			En los primeros días de 1768, la correspondencia entre Azara y Roda giraba en torno a la expulsión de los jesuitas de Nápoles y Parma, un acontecimiento que, si bien esperado, fue comentado ampliamente, pues venía a mostrar la unión y determinación de las cortes borbónicas frente a Roma. El secretario de Estado Guillermo Du Tillot informó cumplidamente a Madrid de la expulsión de los ciento setenta jesuitas allí residentes, y que siguió el procedimiento seguido por España, con asignación de una pensión vitalicia5 a los que fueran vasallos del ducado6. El 2 de diciembre, Clemente XIII citó en audiencia al embajador español para expresar su queja porque los jesuitas napolitanos habían sido desembarcados o introducidos por tierra en territorio pontificio sin su consentimiento, lo que consideraba un menoscabo a su autoridad, «que creía despreciada y gravemente ofendida»7, y lo mismo aconteció con los embajadores de Francia y Nápoles. El 7 de enero, Azara se refería al desembarco de doscientos jesuitas napolitanos en el puerto de San Esteban de Orbitelo8, de algunos menos en Anzio, y a su inmediata entrada en los Estados Pontificios, lo que contrastaba con la negativa a permitir el desembarco en Civitavecchia de los jesuitas españoles en mayo del año anterior. La respuesta de Roma, cuyo nuncio en Nápoles, el futuro cardenal Guido Calcagnini, había convocado a los obispos san Severino, vicario de Nápoles, y De Ciocchis, arzobispo de Teodosiopoli, que formaban parte desde noviembre de 1767 de la Giunta degli Abusi —creada por Tanucci a imitación del Consejo Extraordinario español— para entregarles un Breve pontificio, quedó en nada cuando ambos rechazaron el documento papal por considerar que no había pasado el regio exequatur, además de trasladarlo a manos de Tanucci: «todos los dos breves paran en poder de Tanucci porque los obispos se lo han entregado9.

			No obstante, la expulsión en Parma se retrasó, lo que no dejó de provocar cierta desorientación en Azara, una vez informado por Roda. Para el agente de Preces, era Francia la que había frenado la operación en el ducado, a pesar de que el 28 de diciembre de 1767 Du Tillot había informado a Grimaldi de que en Parma habían concluido los preparativos para proceder a la expulsión10. Era Choiseul, el secretario de Estado francés, quien había dado la orden de aplazar la salida de los jesuitas parmesanos para no interferir en las negociaciones con Roma orientadas a una posible, aunque improbable, extinción11. La expulsión de Nápoles aceleró la de Parma, cuyo decreto fue firmado por el infante duque el 3 de febrero de 1768; pero Azara, inclinado a ver maniobras de los terciarios jesuitas en todos los acontecimientos, desconfiaba de la sinceridad de la posición de Francia, donde en su opinión, los jesuitas estaban «mejor que antes de los arrestos», pues «enseñan, confiesan y predican públicamente, y son recibidos en todas partes con estimación, a las barbas de los Parlamentos»12.

			El 16 de enero de 1768 se hacía público en Parma el edicto que prohibía a los vasallos del duque litigar en tribunales extranjeros sin el permiso de su soberano13. Era la medida unilateral que Parma adoptaba frente a la cerrada posición inmunista de Clemente XIII y su secretario de Estado Torrigiani. La Gaceta española la calificó de «prudentísima ley» destinada a «remediar el grave abuso con que hasta ahora se ha dispuesto de los Beneficios y pensiones Eclesiásticas en favor de personas extranjeras»14. Azara fue testigo de la conmoción que este edicto causó en Roma15, pues el Vaticano seguía considerando a Parma una corte vasalla del pontífice: «aquí están que braman», señalaba Azara, pese a que el edicto, como remarcaba el agente, exceptuaba expresamente los asuntos de conciencia y sacramentales para subrayar de ese modo que se trataba de una cuestión temporal de exclusiva competencia del soberano. Azara se mantenía en contacto con Du Tillot y le aconsejaba que publicara una declaración en la que respaldase la competencia indiscutible del duque en esta cuestión. De igual manera el embajador en Roma Azpuru dio noticia de la reacción curial al edicto parmesano del 16 de enero, que había «causado al Papa y a este Ministerio un gran disgusto, y en el martes se tuvo una Congregación en el cuarto del Cardenal Secretario de Estado compuesta de los que dice la lista adjunta para tratar de los puntos de dicho Edicto, ignorándose todavía las resultas de ella»16.

			La respuesta a la escalada regalista de Parma fue el Breve Alias ad apostolatus, más conocido como Monitorio de Parma, hecho público el 30 de enero de 1768. Clemente XIII reafirmaba su soberanía sobre el ducado, rechazaba la legislación parmesana como contraria a la libertad, inmunidad y jurisdicción eclesiásticas, y apoyándose en la bula In Coena Domini17 —fundada en la teoría medieval del poder directo del papado— excomulgaba al infante don Fernando (al que negaba el tratamiento de duque), sobrino de Carlos III, y a sus ministros18. La noticia del Breve representó un acontecimiento de enormes consecuencias para la dinastía borbónica, pues se trataba de castigarla mediante un ataque contra su flanco más débil19, como de inmediato percibió Azara, que la calificó de «declaración de guerra espiritual», de «golpe de autoridad para probar la Religión de los Príncipes y pueblos»20; y todo ello, en su opinión, por instigación de los jesuitas, convertidos en Consejeros de Tinieblas: «Días hace que avisé a Vm. cómo los Jesuitas inducían al Papa a que hiciese una declaración apostólica declarando incursos en las censuras a todos los quebrantadores de la inmunidad, para amedrentar y probar, como decía el Cardenal Picolomini, la fe de los reyes y los pueblos»21. Era, según creía, un primer paso para liberar a los vasallos del juramento de obediencia a sus soberanos, en línea con las tres cuestiones —el tiranicidio, la licitud del empleo de la violencia en defensa propia y la potestad indirecta del papa sobre el poder temporal de los soberanos— que constituían el fundamento del antijesuitismo y centro argumental de la ofensiva contra la Compañía. Azara pensaba que había faltado vigor y decisión en la política regalista frente a Roma y los jesuitas, que pasaban por dominadores de la curia: «la flaqueza que hemos mostrado en todos los hechos después de la expulsión, les da motivo para creer que les tenemos miedo, y que Vms., esto es, los ministros, no se atreven a tomar las cosas con más calor», y pedía una política similar a la de Venecia frente a Pablo V cuando el 17 de abril de 1606 excomulgó al Senado veneciano por su política contraria a la inmunidad eclesiástica: los magistrados consideraron nulas las censuras y los jesuitas fueron expulsados de la República el 14 de junio de ese mismo año, con la respuesta que el teólogo veneciano, el servita anticurial Paolo Sarpi, al que Azara llamaba «el gran Fra Paolo», no solo defendiera la licitud de la legislación veneciana contraria a la enajenación de bienes eclesiásticos, sino que llegaba a reservar al Estado un derecho de intervención también respecto a las personas y cosas eclesiásticas22. Al igual que Venecia, la casa de Borbón debía ahora, en opinión de Azara, «mostrar los dientes», e incluso convocar un concilio que tuviera capacidad de deponer al papa, pues «con menos motivo en Basilea y Constanza se deponían», una idea que también apoyaba Tanucci, aunque era consciente de las dificultades que entrañaba su aplicación23. A Du Tillot le aconsejó Azara que siguiese el ejemplo veneciano: «que se gobierne en todo por el método que tuvieron los venecianos para impedir la ejecución del entredicho de Paulo V»24, es decir, que se pusiera en vigor el regio exequatur, lo que hizo España el 16 de marzo de 1768 «por las consecuencias perjudiciales a las regalías que de aquí se sacarían»25.

			Para Azara, como para Du Tillot26, el Monitorio contra Parma había sido dictado por instigación de los jesuitas, como respuesta a la expulsión decretada en el ducado el 3 de febrero de 1768, y ejecutada entre el 7 y el 8 del mismo mes, según el secretario de Estado parmesano «con la mayor tranquilidad»27. En su opinión, «estos diablos tienen medio inclinado al Papa a que continúe las hostilidades, haciendo la proyectada declaración apostólica, declarando descomulgadas todas las personas, sin distinción de dignidad, que retienen o han puesto mano en los bienes de eclesiásticos», en referencia a que la legislación de Du Tillot sobre las manos muertas, en vigor desde 1767, era el detonante del Monitorio28, ya que aquellas medidas que afectaran a los bienes temporales del clero eran las más eficaces en la lucha anticurial29. Sospechaba el agente de Preces que los jesuitas instaban a Clemente XIII a excomulgar a los monarcas borbónicos y al de Portugal30, y que el cardenal de origen milanés Castelli, prefecto de Propaganda Fide, había intervenido en la congregación de prelados31 para proponer que en la bula de excomunión se citasen sus nombres, y que el texto estaba listo con intervención del secretario de la Cifra, monseñor Garampi, y de monseñor Giacomelli, secretario de los Breves que se despachaban a los príncipes, quien en opinión del embajador Azpuru era «enemigo declarado de todas las Cortes que han expelido a los jesuitas y acérrimo defensor de estos»32, para pasar a la imprenta cameral el 23 de febrero; y que solo fue suspendida la orden de impresión por la noticia remitida por el nuncio en Nápoles, Guido Calcagnini, de movimientos de tropas en la frontera con los Estados Pontificios33. Azara era partidario de una acción militar34 en una disputa sobre una cuestión temporal con la Iglesia, o al menos de amagar con esa posibilidad, pues solo el miedo podía contener las excomuniones que tenían ya preparadas en Roma, y que seguía con atención el diplomático, que decía estar «con el ojo abierto a la imprenta»35. Si bien la congregación de cardenales del 23 de febrero había tratado el problema del mantenimiento de los jesuitas portugueses y debatido sobre el alojamiento de los jesuitas napolitanos que habían entrado en los Estados Pontificios, cuando se trató de proseguir con la aplicación de excomuniones más allá de lo contemplado en el Monitorio, el cardenal Albani, embajador de Viena en Roma, logró convencerlos de que proseguir por semejante vía pudiera suponer incurrir «en un error mayor que el primero»36, pese a que muchos de los jesuitas españoles en el exilio esperaban una condena similar a la de Parma que alcanzase a los monarcas de Portugal, España y Nápoles «que lo merecían mil veces más que la Corte de Parma; y siempre es alguna flaqueza y casi injusticia disimular en los poderosos grandes pecados y castigar en los que no lo son, aun en los pequeños»37.

			Azara se encontraba inquieto a la espera de la respuesta de Madrid al Monitorio contra Parma. El 19 de febrero, Carlos III había considerado que

			el modo injurioso con que se trata al Infante, su sobrino; el medio indirecto con que combate la autoridad soberana de los demás Príncipes, y se autoriza y manda la desobediencia y rebelión de los súbditos; y en fin, las consecuencias terribles que se deberán seguir de un atentado de esta naturaleza si los Príncipes a quien toca le tolerasen.

			Por lo que ordenaba coordinarse con los monarcas de Francia y Nápoles y que el Consejo Extraordinario diera su dictamen sobre el Monitorio y sobre la legislación regalista aplicada en el ducado38.

			Roda sacó del estado de ansiedad en que se encontraba el agente de Preces al remitirle la consulta elevada por el Consejo Extraordinario al rey con fecha de 22 de febrero, que también le fue remitida a Luis XV, a Tanucci y a Du Tillot, a quien expresamente se le comunicaba que el monarca español, «guiado de particular amor que profesa a S.A.R., no menos, que de la justicia que asiste a ese Príncipe y del ardor con que se interesa en el decoro y gloria de las augustas ramas de su familia», estaba dispuesto a abrazar la causa del Duque «y sostenerla de acuerdo y con la asistencia de la corte de Francia y de la de Nápoles»39. Azara decía que «si me hubieran dado medio reino no estaría más contento», para añadir en aquel momento de júbilo: «¡Qué mutación tan divina ha habido en España en tan poco tiempo; y a este paso, ¡cuánto bien nos ha de venir de la expulsión de la carcoma que nos roía las entrañas!»40.

			En la consulta del Consejo se hacía referencia, citando al propio Azara, a que Roma estudiaba la posibilidad de ampliar las condenas contenidas en el Monitorio a toda la Casa de Borbón y a Portugal, y en el papel instigador que en la acción contra Parma habían tenido los jesuitas, «como efecto del manejo y predominio de los Regulares de la Compañía en aquella Curia con el fin de hacer su causa, aunque tan distante, común con los intereses de la Santa Sede»41. El Consejo resumía el Breve Alias ad apostulatus de 30 de enero como un intento de la Santa Sede por revocar las decisiones que el infante duque había adoptado haciendo uso de su potestad secular en relación con la inmunidad eclesiástica, y las penas de excomunión previstas en la bula In Coena Domini. Tanto Campomanes como Moñino, en sus dictámenes del día anterior, incidían en que la materia sobre la que había legislado Parma era de carácter temporal, y que para justificar la falta de competencia de la Santa Sede para derogar leyes que afectaban a cuestiones no espirituales, Roma había tenido que recurrir a las «quiméricas pretensiones» de la soberanía pontificia sobre el ducado. La soberanía de los Farnesio sobre los ducados de Parma y Plasencia era indiscutible desde Carlos V, «y así se ha reconocido en todos los Tratados que forman el derecho público de la Europa, sin que la Santa Sede haya retenido derecho alguno efectivo», ratificado en Aquisgrán en 1748. Los fiscales recordaban que no era la primera ocasión en que Roma manifestaba pretensiones semejantes sobre Parma, como el 27 de julio de 1707, cuando Clemente XIII se arrogó derechos temporales sobre el ducado con la pretensión de dejar sin efecto el acuerdo entre el duque Francisco Farnese y el emperador José I para que los eclesiásticos contribuyesen con la cuarta parte del donativo de 90.000 doblones ajustado entre ambos soberanos.

			Con argumentos que desarrollaría poco después Campomanes en su Juicio imparcial, se cuestionaba la competencia de Roma para inmiscuirse en las regalías de los príncipes, y se afirmaba que el propósito último del Breve había sido aterrorizar a los soberanos, especialmente al monarca español, «como si en España dominase la ignorancia, o se confundiese el Reino espiritual de Jesucristo dirigido a la salvación de las almas, con el temporal que mantiene a los hombres en subordinación y sociedad política sin distinción de clases». El Monitorio había atacado la autoridad real, una «potestad secular derivada de Dios, solo responsable de sus determinaciones en los asuntos que la incumben». La legislación parmesana pretendía «corregir el abuso destructivo del Estado con empobrecimiento de seculares» que suponía la amortización eclesiástica.

			Los fiscales hacían constar en su dictamen que Parma había informado a la Santa Sede desde marzo de 1761 de su voluntad de llegar a una solución negociada al problema de las inmunidades, con el apoyo de España y Francia, y que tales intentos habían fracasado42, por la actitud del secretario de Estado Torrigiani, «desbaratando toda la negociación, y dando motivo a que usase de su derecho el Sr. Infante D. Felipe en la promulgación del citado Edicto».

			Eran numerosos los antecedentes citados por los fiscales de decisiones similares a la adoptada por el duque de Parma: en 1606 el duque de Saboya impuso en el Piamonte la contribución del catastro sin consentimiento pontificio, y Austria no hacía mucho había establecido en Milán tribunales similares a los de Parma, que prohibían recurrir a la Santa Sede, entre otros. Defendían los fiscales la potestad del duque de implantar en su estado el exequatur, pues pertenecía a su potestad soberana «y es una Ley tan general en la Europa como la de Amortización». En consecuencia, había que restaurar de nuevo el exequatur en España, y debían presentarse ante el Consejo «todas las bulas y rescriptos de Roma, especialmente aquellos que contengan Ley o regla general, o que se dirijan contra alguna de sus regalías, o de las providencias del Soberano o de su Ministerio». A ello se debía sumar la recogida de todos los ejemplares del Monitorio, prohibiendo expresamente su difusión.

			La ofensa infringida al duque requería, según los fiscales, una satisfacción proporcional, y se recordaba al mismo tiempo que quedaba abierta la posibilidad de ocupar Castro y Ronciglione, cuya restitución a los Farnesio habían acordado Francia y Roma por el tratado de Pisa de 12 de febrero de 1664, y ratificado en el tratado formalizado por las coronas de España, Francia e Inglaterra el 13 de junio de 1721, «pero sin embargo no ha llegado a tener efecto una restitución tan justa por las artes inauditas e increíbles con que se ha producido en Roma para frustrarla». Un error de los fiscales, pues los derechos sobre Castro y Ronciglione habían sido cedidos a Fernando IV de Nápoles cuando Carlos III se trasladó a España en 1759.

			El apoyo decidido de los reyes de España, Francia y Nápoles era indispensable para lograr la revocación del Monitorio.

			Los integrantes del Consejo Extraordinario, con presencia de los obispos de Burgos, Zaragoza, Orihuela, Albarracín y Tarazona, hicieron suyo el dictamen fiscal: el Monitorio había ofendido gravemente «el decoro, la soberanía y las regalías» del infante duque, quien estaba plenamente facultado para legislar sobre amortización y contribuciones de manos muertas, prohibir a sus súbditos alegaciones a tribunales extranjeros y crear por edicto de 8 de marzo de 1765 el Tribunal de la Real Jurisdicción, que «aunque mire a la exterior disciplina eclesiástica, no por eso será ofensivo de la verdadera inmunidad».

			Si bien debía ser el duque de Parma quien pidiera en su nombre «el desagravio y satisfacción» que requería la ofensa recibida, el Consejo estimaba necesario que el monarca español se pusiese de acuerdo con las cortes de París y Nápoles, «y aun con las de Viena, Portugal, Turín y Repúblicas para sostener vigorosamente al Sr. Infante Duque y sus pretensiones», y apoyarle en sus pretensiones a los ducados de Castro y Ronciglione, «que injustamente retiene la Corte de Roma». Aconsejaba abiertamente que «el primer paso de este negocio fuese ocupar con número de tropas competentes los ducados de Castro y Ronciglione», y dejaba abierta la posibilidad de romper relaciones con Roma43, aunque aconsejaba dejar sin cubrir la nunciatura de Madrid, vacante por fallecimiento repentino el 19 de febrero de su titular monseñor César Albricio Lucini44, lo que movió a que los jesuitas en el exilio especularan con un posible envenenamiento:

			Escriben, pues, ahora que este Nuncio en Madrid ha muerto repentinamente y de un modo que no se puede menos de sospechar y de tener por muy verosímil que se le ha dado veneno. De resulta, a lo que parece, de haber asistido a un gran refresco en casa del Conde de Aranda, sintió un grande ardor y fuego interior que le sofocaba. Se trató con toda diligencia de sangrarle y, antes que se acabase de hacer la sangría, murió45.

			Una vez más se insistía en que era la larga mano de la Compañía, y su influencia en la curia romana, la responsable del Monitorio, interesada en «mezclar su causa con la de la Santa Sede, esparcir por el Mundo la conexión o unidad pretendida de sus figuradas persecuciones con las que llaman de la Iglesia, y sacar por fruto que su restitución sea uno de los preliminares de la concordia». Las opiniones de Azara, al que se citaba expresamente en este punto, sobre la inspiración jesuítica del Monitorio habían sido decisivas para que el Consejo hiciera suya esa creencia.

			Carlos III se mostró muy satisfecho con el dictamen del Consejo, y ordenó a Grimaldi que comunicase a su presidente, el conde de Aranda, su gozo «de lo que tiene por conveniente para remediar el agravio hecho al Sr. Infante su sobrino»46. La resolución del monarca coincidía con las opiniones de su Consejo, si bien «Ronciglione se haga en nombre del Rey de las Dos Sicilias en quien residen los derechos de la Casa Farnese, habiéndoselos yo cedido con aquella Monarquía». Según informaba Grimaldi a Aranda, Carlos III había escuchado «con notable complacencia» la consulta, y que su ánimo, siempre pusilánime en materia de religión, se había visto reconfortado cuando había quedado probado que su sobrino, el duque, no había ofendido «la inmunidad de la Iglesia con los edictos y leyes que la Corte de Roma ha tomado por pretexto para publicar el Monitorio»47. Se ordenó remitir copia a Tanucci en Nápoles, y a Choiseul en París, y que Grimaldi informase a Du Tillot de la resolución tomada y de la decisión de actuar las cortes borbónicas de manera mancomunada en el asunto48, mientras que el propio Carlos III escribiría de su puño y letra a su sobrino.

			En lo sustancial, la corte de Versalles aceptó lo propuesto por el Consejo Extraordinario del día 22 de febrero, pero señaló algunas diferencias en los pasos que había que dar. Para Francia, el papa había injuriado al duque de Parma, a quien había excomulgado por una materia que era plenamente temporal, y la ofensa, por razones de parentesco, se hacía extensiva a toda la Casa de Borbón, pues Clemente XIII había publicado el Monitorio para atacar indirectamente a sus soberanos «en odio de la expulsión de los regulares de la Compañía». El duque de Choiseul era de la opinión de que los embajadores de España, Nápoles y Francia debían presentar a Clemente XIII la solicitud de revocación del Monitorio, dando un ultimátum de ocho días para ello, y transcurrido ese plazo los embajadores abandonarían Roma, y los monarcas tenían «la intención de enviar a Su Santidad los Nuncios que residen en sus Cortes». La posición española defendía que la solicitud la presentase el duque de Parma, y en caso de negativa papal se procediese a ocupar por Nápoles los enclaves de Castro y Ronciglione.

			Ante esta discrepancia, Carlos III ordenó de nuevo un dictamen del Consejo49. Reiteraba el monarca español que los derechos de la Casa Farnesio residían en Fernando IV de Nápoles, y que había que considerar que Parma no tenía representación diplomática ante la Santa Sede50. No obstante, lo que Carlos III prefería era que mientras el ducado parmesano redactaba su manifiesto, los embajadores de las tres cortes borbónicas presentasen al pontífice su memoria solicitando la inmediata revocación del Breve, con la amenaza de retirada de los embajadores, aunque sin dar plazo al ultimátum51, y reservándose la posibilidad de que Nápoles ocupase Castro y Ronciglione, y Francia, la ciudad de Aviñón52.

			En su correspondencia, Azara consideró la muerte del nuncio en Madrid como una oportunidad: «en estas circunstancias su falta viene muy al caso», apuntó el agente de Preces cuando le fue comunicada la noticia53. En Roma se puso en marcha la maquinaria para la provisión de la vacante. Según el embajador Azpuru, la Secretaría de Estado vaticana se inclinaba por monseñor Valenti Gonzaga, que ocupaba la nunciatura en Lucerna, ante los Cantones Suizos. Se elaboró una lista, como era habitual, para que el monarca español manifestara sus preferencias. Además de Gonzaga figuraban en ella monseñor Onorati, quien ya había figurado en la anterior, en la que fue designado el ahora fallecido Lucini; monseñor Ghilini, al que se concedían escasas posibilidades, pese a ser protegido del cardenal datario, pues estaba considerado como un «sujeto de escaso talento y menos doctrina», y monseñor Vincentini, a la sazón vicedelegado en la ciudad papal de Aviñón, quien no contaba con grandes apoyos entre los curiales pese a haber sido candidato a la nunciatura de Nápoles en 1759 y 176454.

			Mientras tanto, Clemente XIII designó administrador de la nunciatura; pero Madrid había decidido que la representación pontificia en España quedase vacante, como forma de presionar al papa en el contencioso por el asunto del Monitorio. Azpuru, en audiencia con Su Santidad, trasladó la decisión del monarca español de no aceptar nuevo nuncio ni tampoco la designación de administrador que, en la práctica, actuaría como nuncio interino, con atribuciones para ejercer su jurisdicción, para lo que se preveía designar a monseñor Cervini, quien había actuado como tal durante el mandato de Lucini. En las circunstancias en que se hallaban las relaciones hispano-romanas, Carlos III prefería dejar en suspenso cualquier designación, «mirando por su real decoro», y solo aceptaba al auditor como encargado de los negocios de Roma cerca del monarca español55.

			La suspensión de la nunciatura era un aviso de la firmeza de Madrid56. Como señalaba Grimaldi al embajador español en Roma, «si la liga jesuítica no hubiese precipitado las cosas hasta el término en que se hallan, acaso no se hubiera puesto dificultad para que al auditor Vincenti [al que Azara llamaba “el auditor jorobeta” o “el más mal bicho que haya llevado joroba en el mundo”] ejerciera su cometido. Pero en las circunstancias actuales ha juzgado S. M. preciso tomarse tiempo y ver qué partido se abraza ahí», pese al buen concepto que Carlos III tenía de Vincenti, a quien en otras circunstancias «le hubiera preferido a cualquiera otro que se quisiese nombrar»57.

			Para Azara, como para Roda, la existencia de un tribunal en la nunciatura con jurisdicción sobre súbditos españoles y con posibilidad de recurso a Roma, era inaceptable por su carácter mixto, al aunar la representación diplomática con su condición de legado pontificio58. Ahora se presentaba una inmejorable ocasión para lograr una antigua reivindicación regalista, y así lo manifestaba Azara: «lo del tribunal es ya vergonzoso que se sufra, y si de este hecho no lo cierran Vms. de veras, tiña tendremos para in aeterno»59.

			El 7 de mayo de 1768, una real resolución solicitaba a los cinco prelados que tenían asiento en el Consejo Extraordinario su opinión sobre la no aceptación de nuevo nuncio con jurisdicción contenciosa en España. Carlos III acudía a esa vía por considerar que se trataba de un asunto que tocaba materia eclesiástica. Para emitir su dictamen los obispos manejaron diversa documentación vinculada de algún modo con la cuestión, como la consulta de 23 de agosto de 1636, y diversos expedientes sobre contravenciones del tribunal de la nunciatura.

			Su juicio, como era de esperar, dado el sesgo regalista de los prelados, fue muy negativo sobre el Tribunal de la Nunciatura que «muy lejos de causar los saludables efectos porque pidió y obtuvo la gracia de su establecimiento el Sr. Emperador Carlos V, produce los contrarios, y otros muchos perjuicios gravísimos en lo espiritual y temporal». Proponían no permitir en lo sucesivo su funcionamiento, ni tan siquiera en momentos de interinidad, como los que se vivían con ocasión de la muerte de Lucini y la tensión existente entre Roma y Madrid. Era necesario que los contenciosos sobre los que actuaba el tribunal fueran sustanciados por tribunales españoles, sin posibilidad de recurso a la Santa Sede. Solo era admisible la actuación de jueces sinodales dependientes de los obispos, tal y como lo prescribía Trento, sin permitir que la nunciatura «conozca de ellos por sí ni por su auditor», al cabo un extranjero desconocedor «de nuestras costumbres, que inhibe ilegítimamente a los Ordinarios, no da lugar a las instancias inferiores, facilita los recursos a Roma, y cobra derechos excesivos»60.

			En la segunda quincena de febrero, el auditor Vincenti preguntó a Grimaldi si podía despachar o no pleitos y causas ya vistas previamente en el Tribunal de la Nunciatura, y el asunto fue debatido en el Consejo Extraordinario61. La alegación del fiscal Campomanes62 desestimó que el auditor tuviera jurisdicción alguna, por lo que no podía pronunciar autos ni sentencias, ni siquiera en pleitos ya vistos, ya que era únicamente asesor del nuncio. Existían dos precedentes: el primero, tras el fallecimiento del nuncio Campegio en 1639, y la pretensión del auditor de ejercer la jurisdicción, a lo que el Consejo de Castilla, en consulta de 23 de agosto, respondió que el auditor carecía de jurisdicción, y que esta había cesado con la muerte del nuncio; el segundo, la pretensión del asesor, conde Cervini, de proseguir con la administración de los asuntos de la nunciatura tras la muerte del nuncio Caracioli en 1754, que se le autorizó con carácter excepcional por la confianza de Fernando VI en su persona. Era, pues, imprescindible el beneplácito del rey para ejercer interinamente la jurisdicción, como había sucedido también en 1718: tras la expulsión del nuncio Pompeyo Aldobrandi, Felipe V autorizó que el auditor Felipe de los Tueros ejerciese la jurisdicción delegada.

			Aprovechaba Campomanes la consulta para reafirmar lo conveniente que era en esa coyuntura no admitir nuevo nuncio con ejercicio de jurisdicción contenciosa, por ser esta abusiva: «mientras no se tome una providencia radical será imposible contener los daños, porque el interés de los curiales jamás dejará de obrar por los principios que siempre se han propuesto». La nunciatura, a su criterio, debía reducirse a órgano de representación diplomática sin interferencia jurisdiccional, pues fue gracia otorgada por Carlos V a Clemente VII63, y a los precedentes se refería expresamente Campomanes, citando el memorial de Juan Chumacero y Domingo Pimentel de 1633, mención «inevitable», en palabra de Egido, del regalismo español del XVIII64, y al que el propio Campomanes mencionaba en su obra de 1753 Tratado de la regalía de España sobre los abusos eclesiásticos contra la jurisdicción real65, ya que en su embajada, Chumacero y Pimentel recogieron una larga lista de agravios que España sufría por la acción del Tribunal de la Nunciatura, con su propuesta —coincidente con la que hacía Campomanes— de que la nunciatura no ejerciese jurisdicción eclesiástica y actuase únicamente como embajada del Estado Pontificio66, y que ahora el fiscal esgrimía como lección de que los ruegos con Roma no surtían efecto: «nadie conoció esto como Felipe IV, que fue despreciado por Urbano VIII después de haberle enviado dos embajadores».

			La resolución del Consejo Extraordinario aceptó el dictamen del fiscal Campomanes y acordó que el auditor Vincenti «carece absolutamente de jurisdicción para sentenciar los pleitos vistos, ni entender en asuntos algunos, y a este es consiguiente e inconcusa la observancia de quedar cerrado el tribunal de la nunciatura y sus oficinas subalternas»67.

			La unión de la Casa de Borbón contra lo que se consideraba un ataque contra la dignidad del duque de Parma, uno de sus integrantes, recibió el primer respaldo a fines de febrero de 1768. El 25 de dicho mes llegaba a manos de Grimaldi una carta del embajador en Versalles, conde de Fuentes, a la que acompañaba otra del duque de Choiseul. En ambas se hacía referencia a la impresión que en la corte francesa había causado el Monitorio, y se decía que Luis XV se consideraba igualmente ofendido. La propuesta francesa era que los embajadores de España, Francia y Nápoles presentasen mancomunadamente una petición a Clemente XIII para que en el plazo de ocho días revocase el Monitorio; de otro modo, se procedería a su retirada de Roma y a la expulsión de los nuncios de sus reinos. La ruptura se mantendría mientras durase el pontificado, hasta que tras un futuro cónclave, el nuevo papa revocase el Monitorio y se reanudasen las relaciones con normalidad. El propósito español, pese al dictamen del padre confesor68, no era coincidente con esa posición, sino que era partidario de que el duque de Parma presentara el recurso de revocación, y en caso de que no fuese aceptado, tropas napolitanas procediesen a la ocupación de Benevento y Pontecorvo, los estados de Castro y Ronciglione, y la ciudad de Aviñón por Francia. En todo caso, Carlos III, «siempre prudente y siempre deseoso de lo más seguro y acertado», en opinión de Grimaldi69, pidió que el Consejo Extraordinario debatiese la cuestión, lo que le fue comunicado a su presidente, el conde de Aranda70. La ocupación de los enclaves de Castro y Ronciglione no se llevaría a cabo por problemas logísticos —era necesario un desembarco en un puerto de la Toscana, con un gasto considerable—, por las reticencias de Tanucci sobre su utilidad, y por la indecisión de Carlos III, que temía colocar a su hijo ante un problema que podía acarrear costes excesivos.

			Ya en julio de 1768 corría la opinión de que la represalia contra Castro y Ronciglione no se llevaría a cabo, por no quererla ni Tanucci ni el monarca español: «Tanucci ha escrito repetidas veces a Orsini y Centomani, que no se harán las represalias de Castro y Ronciglione; y en la carta de esta semana añade, que nuestro Amo ni quiere que se hagan»71. Oficialmente la decisión sobre la ocupación de Castro y Ronciglione fue suspenderla «hasta mayor examen y ver lo que convenga ejecutar, según el aspecto que presenten los negocios»; pero haber dado a conocer la suspensión momentánea de las operaciones sobre aquellos enclaves pontificios fue considerado por Grimaldi inoportuno, ya que suponía un fortalecimiento de quienes en la Curia no deseaban hacer concesiones, es decir: «Torrigiani, sus paniaguados y sus jesuitas»72.

			En el dictamen de los fiscales quedaba una vez más de manifiesto la opinión de que el Monitorio contra Parma había sido instigado por los jesuitas, «árbitros del ministerio pontificio en la actual constitución del Papa», para indirectamente atacar a los soberanos que habían expulsado de sus reinos a la Compañía. El móvil había sido la venganza73, y las referencias a la defensa de la inmunidad en Parma no pasaban de ser un pretexto sin fundamento. Para los fiscales, había que poner el foco de atención en los jesuitas y en el ataque contra un soberano, y no en los edictos del ducado, mera excusa para la agresión.

			La posibilidad de retirar a los embajadores y romper relaciones con la Santa Sede era, para los fiscales, una estrategia errónea. El poder de los jesuitas en la Santa Sede terminaría tras la muerte de Clemente XIII, y la presencia de los embajadores de España, Francia y Nápoles en Roma se estimaba fundamental para poder influir en las negociaciones del futuro cónclave: «en el cónclave, tal vez no se atenderían sus exclusivas, prevaliéndose del rompimiento con la Santa Sede, y la elección del futuro pontífice por consecuencia se haría a contemplación de los jesuitas»74. Si el secretario de Estado Torrigiani, y su cómplice, el general de la Compañía, habían logrado publicar el Monitorio estando presentes los embajadores de las potencias borbónicas, con posibilidad de tener audiencias regladas con el pontífice, aún sería mayor su influencia sobre el papa, que «es débil y con los años le crecen los escrúpulos y la irresolución», sin la posibilidad de una acción personal de los embajadores cerca de este para hablarle con claridad. Había que ir en la dirección contraria a los deseos de Torrigiani y los jesuitas, que consistía en forzar «la salida de los ministros de las cortes» y lograr la interrupción de las relaciones. Cuando estas se rompieron en 1718 y en 1736 los resultados fueron pésimos, en particular en 1737, cuando se restauraron con la firma de un concordato calificado como el más indecoroso «que pudieron producir los siglos»75.

			Rechazo, pues, a la ruptura con Roma, y rechazo también a considerar el Monitorio como documento eclesiástico, pues afectaba sobre todo a cuestiones temporales ajenas a la Silla Apostólica, supuestamente respaldadas por la bula In Coena Domini, un anacronismo tácitamente rechazado por el mundo católico, y que lo sería expresamente por la Lombardía austriaca en agosto de 176876. La estrategia propuesta por Campomanes era utilizar la amenaza y las armas, como lo hicieron Fernando el Católico, Carlos V y Felipe II: «único medio de traer a camino y a la razón a la Curia romana».

			Antes de llegar a ese extremo debía el infante duque presentar al papa, por mediación de los embajadores borbónicos, como garantes del ducado, una memoria que denunciase por injusto y artificioso el Monitorio, y en la que se insistiese en que se había atacado su soberanía, y que el pontífice no estaba capacitado para juzgar a los príncipes en cuestiones temporales y en el uso legítimo de su regalía77. En el supuesto de que la Santa Sede no rectificase, se entendería que el ataque contra Parma iba dirigido también contra la soberanía temporal78, y en consecuencia se estaría legitimado para usar de represalias adecuadas a la gravedad del caso, con recusación de los cardenales Torrigiani, Negroni, Boschi, Buonacorsi y Castelli79, y ocupar Francia Aviñón, y Nápoles, los ducados de Castro y Ronciglione, acciones que serían comunicadas a las cortes y repúblicas italianas y a Viena «para disipar nieblas o sombras por malas inteligencias».

			Pronto surgieron dudas sobre la revocación en contra del cardenal Negroni, al suponerse que se había opuesto, aunque con tibieza, a la política de Torrigiani, y que no había podido excusar su firma en el Monitorio por su condición de secretario de Breves80. Campomanes, no obstante, se manifestó contrario a retirarle la recusación, pues a su entender, «por su dictamen se desbarató el favorable de los Cardenales Ferrone y Fantucci, viéndose hoy firmado el breve de su puño», lo que fue apoyado por el Consejo Extraordinario de 18 de abril, que calificó a Torrigiani de «delincuente, de corta instrucción y obstinado»81, si bien Carlos III decidió finalmente que Negroni no fuese recusado82, probablemente atendiendo al punto de vista de Azara, quien afirmaba que «por honor de la verdad juzgo que este último no es delincuente en el mismo grado que los demás, porque no ha hecho más que poner su nombre en el Breve porque se le ha mandado»83, y en junio se le comunicó que contaba con el afecto del monarca84, ante lo que «hizo las más sinceras demostraciones de gratitud y reconocimiento a la benignidad de S. M., ratificando las obligaciones que confiesa tener de servirle en cuanto permitan sus facultades»85. El 30 de junio, Clemente XIII nombró a Negroni interlocutor con los embajadores borbónicos, una decisión que fue muy del agrado de Carlos III porque «esta determinación del Santo Padre nos saca del embarazo de nuevas recusaciones»86.

			En caso de llegar a la ruptura, Campomanes era partidario de que se cerrara toda comunicación con Roma, especialmente la económica, «el objeto más sensible de su ministerio y curiales», tal y como se había hecho en 1708 cuando Felipe V rompió con la Santa Sede87.

			El dictamen de Campomanes, suscrito también por Moñino, fue ratificado por el Consejo Extraordinario. El camino a seguir debía comenzar con una queja del infante duque, que de no causar efecto sería seguida de una memoria de las cortes de España, Francia y Nápoles a tratar directamente con Clemente XIII, con recusación expresa de los cardenales citados por Campomanes, especialmente el secretario de Estado Torrigiani, considerado como un instrumento de los jesuitas y que tenía dominado a Clemente XIII, y exigir al papa la retirada del Breve y el reconocimiento de todos los derechos del soberano de Parma, sin llegar a amenazar con la retirada de los embajadores, que solo se produciría «por un efecto del último despecho de la corte de Roma». La única amenaza explícita en el caso de no recibir el infante duque el desagravio solicitado sería aplicar «los justos derechos de represalia contra la invasión que se ha hecho a los temporales de soberanía en la persona de aquel príncipe», que se concretaría en la ocupación de Aviñón, Benevento, Pontecorvo, Castro y Ronciglione, sin que todo ello viniese a alterar las relaciones espirituales con la Santa Sede, que el Consejo deseaba salvaguardar como cuestión ajena al problema, ni tampoco la salida de Roma de los embajadores, que solo la abandonarían en el caso de una orden de las autoridades vaticanas, pasando a un lugar lo más cercano a Roma, «para estar a la vista de cualquier novedad que pudiere ocurrir en la salud del Papa»88, y mantenerse informados en lo posible de las intrigas de quienes, en su opinión, manejaban la voluntad del pontífice.

			La ruptura de Portugal con la Santa Sede en 1760 había demostrado, en opinión de los fiscales del Consejo, que la Iglesia lusa había sido más respetada que con anterioridad89, quizá por el temor de Roma a que finalmente Portugal adoptase la declaración del clero galicano de 1682, y sirviera de ejemplo para influir en el regalismo, galicanismo y jansenismo de otros países de Europa90, y esa opción era bien vista por Campomanes y Roda: el fiscal ya la había sostenido cuando Clemente XIII se había negado a permitir el desembarco de los jesuitas españoles expulsos en los Estados Pontificios en 1767, decisión que fue considerada como una ofensa a la dignidad soberana de Carlos III, que podía justificar la ruptura con Roma y servir como primera piedra de una Iglesia nacional hispana, protegida por el monarca y sometida a él, puesto que «ninguno como los Reyes de España tienen en los mismos Concilios Toledanos, autorizada del Cuerpo entero de la Iglesia primitiva Española, cuanta doctrina necesitase a favor del respeto y sujeción del clero a los soberanos»91.

			El Consejo fijaba también su posición ante un posible cónclave. En ese supuesto, que se consideraba cercano dada la edad y salud deteriorada de Clemente XIII —en lo que no todos coincidían92—, los embajadores debían regresar a Roma para trasladar a los cardenales el deseo de las cortes borbónicas de restablecer un clima de concordia «que repare las ofensas hechas a los soberanos a nombre del antecesor», y advertirles de que el nuevo pontífice solo sería reconocido si deshacía «toda la tropelía del actual ministerio pontificio».

			Esa era, en resumen, la estrategia que recomendaba el Consejo Extraordinario a Carlos III, sobre la base de lo indicado por Campomanes. El monarca aceptó el contenido de la consulta, con una pequeña salvedad: la ocupación de Castro y Ronciglione por su hijo el rey de Nápoles debía ser sustituida por Benevento y Pontecorvo, poblaciones situadas en plena Campania, en el corazón del reino napolitano, más próximas a la frontera con los Estados Pontificios93, puesto que al considerar los dos ducados de Castro y Ronciglione como propios del reino de las Dos Sicilias, su ocupación como represalia debilitaría su derecho sobre esos territorios, y podría causar inquietud en otros estados italianos.

			Una copia de la consulta fue remitida de inmediato al embajador en Versalles, conde de Fuentes, para que la trasladara a Choiseul, y también a Azpuru, embajador en Roma, para que la hiciese llegar a Tanucci a la mayor brevedad, al tiempo que se le ordenaba que estuviera preparado para coordinarse con los embajadores napolitano y francés en cuanto el secretario de Estado francés diera su conformidad a lo propuesto. También se envió copia de la consulta a Du Tillot para que iniciase la redacción de la memoria que, a nombre del infante duque, debía hacerse llegar a manos del papa94. La respuesta de Francia al plan fue positiva, y así les fue comunicado tanto a Du Tillot como al embajador D’Aubeterre en Roma95.

			Las noticias que transmitía Azara desde Roma, en su línea habitual, era que el general de la Compañía intrigaba para publicar Bulas y Breves contra España y Nápoles, lo que el agente calificaba de «horrendos disparates» que le costaba creer: si bien todo era posible en una Santa Sede dominada por los jesuitas, cegados por su afán de venganza, donde ni la monarquía «ni la vida de los que se oponen a la Compañía, estarán nunca seguras»96. La sospecha de Azara de que se preparaba alguna bula o documento contra la Casa de Borbón, «acaso más violento y extraordinario que el del breve publicado contra la Corte de Parma», y a cuya impresión se procedería en secreto en la Stamperia Cameral, fue ratificada también por Azpuru97, sobre todo tras la noticia trasladada por el nuncio en Nápoles de movimiento de tropas en la frontera de los Estados Pontificios98.

			El 18 de enero de 1762, como defensa de las regalías frente a la conducta del nuncio y del inquisidor general en el asunto del Catecismo de Mésenguy, crítico con los jesuitas y con la infalibilidad del papa99, fue restituido el exequatur regium, por el que el Consejo de Castilla podía examinar las disposiciones pontificias —Bulas y Breves apostólicos— y conceder, o no, el placet regio para que entraran en vigor en los dominios del rey católico100. El carácter timorato de Carlos III, advertido por su confesor Eleta, de que su alma corría peligro101, revocó la medida el 12 de julio de 1763 para disgusto tanto de Ricardo Wall, cuya opinión no fue consultada102, quien se retiró de la vida política, como de Campomanes, que siempre tuvo como objetivo su restablecimiento103. Según Azara, los culpables de la revocación —«canallas que nos han enredado por tanto tiempo»— habían sido el jesuita Esteban Bramieri, confesor de la reina madre Isabel de Farnesio, su secretario, el marqués de Gamoneda, y el auditor romano Colinelli, quien intrigó cerca del guardajoyas de la reina Brosetti104. Para Roma, la revocación de 1763 significó un gran éxito. En la correspondencia de Torrigiani con el nuncio Girolamo Spinola, el secretario de Estado le informaba el 28 de julio de 1763 de que «exulta el Santo Padre de júbilo y consuelo»; y en la del 4 de agosto, de la remisión de dos Breves de agradecimiento, uno para Isabel de Farnesio, y otro para el padre confesor, verdaderos artífices de la suspensión.

			El 15 de marzo de 1768 se dieron los primeros pasos para la restitución del exequatur, que había aconsejado el duque de Choiseul en conversación con el embajador español105. En la mañana de ese día el Consejo trató a instancias de Campomanes de la recogida del Monitorio contra Parma «y otros de semejante especie que pudiesen salir». Informaba Aranda a Roda de que la reunión había durado más de cuatro horas y que había finalizado «con uniformidad en los dictámenes y mucha satisfacción mía»106. Campomanes, secundado por Moñino, había pedido que el Consejo expidiese una provisión para que se procediera a la recogida de copias manuscritas y ejemplares impresos del Breve Alias ad apostolatus, «y lo mismo de cualesquiera otros papeles, letras o despachos que puedan ofender las regalías, o cualesquiera providencias del Gobierno, y demás que sean contra la pública tranquilidad»107, lo que causó gran satisfacción en Carlos III108. De la provisión del Consejo y de la circular acordada se remitieron ejemplares impresos a todas las audiencias y prelados109. En la práctica suponía poner en vigor de nuevo el exequatur, lo que se produciría formalmente el 16 de junio110, tras pasar por los filtros del padre confesor y el dictamen de Roda111, pues la Real Provisión de 16 de marzo de 1768, aunque solo referida al Breve papal del 30 de enero contra Parma, venía a recoger la filosofía del exequatur: prohibir cualquier documento pontificio que atacara las regalías en materias de disciplina externa, «aun de aquellas que están fundadas en bulas y concordatos de Roma», así como la distribución de Breves o despachos de la curia romana sin licencia del Consejo112. Una Real Provisión análoga fue dictada en Nápoles el 14 de junio, dos días antes de la publicación de la Pragmática Sanción en España, con lo que se evidenciaba la uniformidad en la política anticurial que para Tanucci era tan importante, y más eficaz que la ocupación de Benevento y otros territorios pontificios: «Pur troppo si è fatto per l’uniformità della Casa. Mentre Parma si poco ha fatto, che è la persona principale dell’affare, e gode dell’uso tranquilo degli editti suoi. Meglio che occupar Benevento sarebbe stato, che avessimo potuto far gli stessi editti»113, si bien para Tanucci el contenido de la Pragmática española era insuficiente, porque no era de aplicación a las cartas privadas, las indulgencias, ni a las dispensas matrimoniales114. La Real Pragmática del exequatur publicada en España llegó acompañada de una real cédula relativa a la prohibición de libros y publicación de edictos de la Inquisición, con el propósito de «evitar motivos de críticas en la condenación y expurgación de libros»115. Para un regalista como Azara, la renovación del exequatur fue una medida que lo colmó de satisfacción: «entre las cosas grandes que dejará a la memoria S. M. esta a mi parecer será de las mayores, pues con su protección asegura sus vasallos de las avaricias de estos Curiales, siempre atentos a chupar el dinero de los españoles y adelantar su jurisdicción con pretexto de Religión, y aun con grande abuso de ella»116.

			La ocupación de Benevento se daba por segura a mediados de marzo. Hacia aquella ciudad se dirigían quinientos granaderos y tropa de caballería del ejército napolitano117, si bien en Roma algunos confiaban en que se tratara tan solo de un cambio de guarniciones en la frontera o bien de escoltar a la archiduquesa María Carolina en su viaje para desposarse con Fernando IV. No obstante, las informaciones que llegaban de la embajada española se referían a continuas reuniones de cardenales con el general de la Compañía, tanto en Montecaballo como en el Jesús, y a posibles contactos con Inglaterra, como potencial aliada de Roma frente a la Casa de Borbón, cuyo mayor valedor era el cardenal Albani —calificado por Azara como el mejor ministro de Pitt—, quien recibía dinero de los ingleses. No eran nuevos tales rumores: tras la expulsión de los jesuitas, se difundió en la corte de Madrid la sospecha de una posible alianza de la Compañía de Jesús con Inglaterra para favorecer su entrada en América118, y en junio y julio de 1767 el Consejo Extraordinario había tratado de los rumores acerca del envío de armas y municiones a los jesuitas de América, que todavía no habían salido de sus provincias. El propio embajador Azpuru no descartaba un posible apoyo de Inglaterra a la Santa Sede en su conflicto con los borbones: «no crea V. E. que son imaginarias estas ideas, que son ciertas; pues aunque aquella Potencia no piensa en el fondo tomar parte en este empeño, como sin duda no pensará, mantiene sin embargo grandes inteligencias en esta Corte pontificia»119; y de la misma opinión era Azara, para quien el cardenal Albani, opuesto a ceder en el asunto de Parma, mantenía tal postura por indicación de los ingleses, interesados en que la Casa de Borbón anduviera enredada en conflictos con Roma para desacreditar el pacto de familia e «introducir división dentro de nuestras propias casas, porque saben que el partido de los Jesuitas es grande, pero que, oprimido y aturdido del golpe, no osa respirar; y que viendo que dichos Padres quedan victoriosos en Roma, alzarán la cabeza, y pondrán freno al ministerio para sus operaciones en guerra y paz»120. Incluso, por disparatado que parezca, se daba pábulo a rumores sobre la posibilidad de que se otorgase la investidura del reino de Nápoles al monarca inglés cuando, tras tomar las tropas napolitanas Benevento y Pontecorvo, la Santa Sede hubiera recuperado sus derechos sobre aquel reino, «con el pacto o condición de profesar la religión católica»121; y que algunos jesuitas aseguraban que el pontífice, «para reducir a la razón a los Príncipes, supuestos rebeldes a la Santa Sede, puede y debe aliarse con los infieles y herejes, valiéndose de sus armas»122. El apoyo de Inglaterra al líder rebelde corso Pasquale Paoli abría la posibilidad de un conflicto armado entre Gran Bretaña y Francia, que rebajaría la presión sobre Roma.

			La acción sobre Benevento, si bien había detenido al parecer la publicación de otros documentos similares al Breve contra Parma, no parecía suficiente represalia para que Clemente XIII rectificara. En opinión de los diplomáticos borbónicos en Roma, la ocupación de Benevento por Nápoles y Aviñón por Francia no quebraría lo que calificaban de «obstinación e inflexibilidad» de Torrigiani. Estimaban que las rentas que ambos enclaves reportaban a la Cámara Apostólica eran limitadas, mientras que ocupar Castro y Ronciglione, con sus más de 100.000 escudos anuales123 (frente a los 4.000 escudos que rentaba Benevento), sí sería una represalia eficaz en contra de los intereses pecuniarios de la Santa Sede124. Más pesimista era Azara, para quien las represalias contra territorios pontificios no tendrían efecto alguno, ya que

			esta Corte es totalmente diferente de las demás. Toda se compone de forasteros que solo están aquí a disfrutar lo temporal de ella. El nombre de Patria y de amor al Príncipe no saben qué significa. Sacrifican todo al egoísmo y amor propio. Cada uno asegura sus riquezas en su país y por consiguiente nada se les da que haya una ciudad más o menos en el Estado125.

			Y se hallaba convencido de que, sin otras acciones de fuerza de mayor envergadura, la Santa Sede no cedería126.

			La iniciativa de las tres cortes borbónicas, que debía materializarse en la presentación conjunta al papa de una memoria que solicitase la revocación del Monitorio, acompañada de un manifiesto del infante duque, se concretó en una reunión conjunta de los embajadores español, francés y napolitano en los últimos días de marzo. Se solicitó audiencia a Clemente XIII, quien el 30 de marzo respondió que no aceptaría una audiencia conjunta por dificultades de ceremonial: pues el embajador de Nápoles, al ser cardenal, tenía asiento; el embajador francés debía permanecer de pie, y el español, por ser arzobispo, debía estar de rodillas hasta que el papa le permitiese levantarse. Por separado, transcurrida la Semana Santa, no tendría inconveniente en dar audiencia a los tres. Era, en opinión de Azara, una forma de ganar tiempo —«el toreo ya comienza desde ahora»—, y aludiendo a cuestiones de etiqueta «hacer un pleito de lo accesorio para que se enfríe lo principal»127. Ese mismo día se reunieron los tres embajadores borbónicos en el palacio del cardenal Domenico Orsini, embajador napolitano en Roma. Constataron que el papa negaba la audiencia conjunta solicitada «con un pretexto frívolo para ganar tiempo y enredarnos en una disputa de ceremonial y etiqueta»128, y se acordó que fuera el embajador español Azpuru quien entregara a Su Santidad la memoria del infante duque en nombre de las tres cortes borbónicas129.
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